Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 37 minutos.) 


La Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores tiene a estudio el 
proyecto de ley de Matrimonio Igualitario y para referirse a este tema hemos invitado a las profesoras 
de la Cátedra de Derecho de Familia de la Universidad Católica del Uruguay: doctora Mabel Rivero y 
escribana Beatriz Ramos, para que nos brinden su opinión en general y sobre cada artículo. Luego 
continuaremos con las preguntas que los señores Senadores deseen realizar. 


Antes de empezar con el tratamiento de este proyecto de ley, dese lectura de los asuntos 
entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“Para referirse al proyecto de ley de Matrimonio Igualitario hay tres solicitudes de audiencia: 
Asociación Familia y Vida, Familias LGBT y Homoparentales de Uruguay y Ong Esalcu”. 


Propongo que Secretaría le dé trámite y coordine las audiencias para el próximo martes más 
algunas otras que todavía no se han concretado. 


Fue repartido a todos los señores Senadores el proyecto de ley del Código General del 
Proceso, por lo que si están de acuerdo sugiero que cuando finalice esta audiencia y antes de que 
ingrese la segunda delegación, dediquemos unos minutos a este tema. 


(Apoyados) 
Ahora sí cedemos el uso de la palabra a nuestras invitadas. 


SEÑORA RIVERO.- Muchas gracias por la invitación. Me voy a permitir repetir lo mismo que dije 
cuando fuimos invitadas a concurrir a la Comisión de la Cámara de Representantes. En aquel 
momento hablé específicamente sobre el problema filiatorio. Ahora me permito decir sencillamente que 
este proyecto de ley que ha sido modificado contiene algunos aspectos importantes, adecuados, y que 
también se relacionan con el ámbito del Derecho de Familia; posiblemente la Escribana Ramos se 
refiera con más claridad en lo que tiene que ver con alimentos congruos, etcétera, y con algunas 
situaciones que le parezcan del caso. 


He sido Defensora de Oficio y soy Grado 5 en Derecho de Familia y Derecho Sucesorio de la 
Universidad de la República y de la Universidad Católica. Al mismo tiempo, durante toda mi vida me 
desempeñé como Defensora de Oficio de menores y de familia, más específicamente en lo que tiene 
que ver con los niños, y es por eso que hago hincapié en la situación filiatoria, que es un área que me 
toca de cerca. 


Personalmente, considero que ya está jugado lo referente al matrimonio igualitario en 
términos generales y nadie tiene dudas de que va a ser aprobado. Ahora bien, entiendo que este 
proyecto de ley -que repite lo que decía el anterior en otras áreas- comete una equivocación muy 
grande cuando habla de la filiación de los hijos del matrimonio. 


Nuestro Código está asentado sobre una base natural, que es la de que un hombre tiene 
relaciones con una mujer. Por lo tanto, el codificador presumía -y presume hasta el día de hoy- que 
viviendo los cónyuges de consuno, el marido es el padre de la criatura habida por su esposa. El Código 
habla de hombre y de mujer, es decir que se asienta en el hecho natural de las relaciones entre un 
hombre y una mujer para que nazca una criatura. 


En este proyecto de ley, se mantiene esta presunción pero se la amplia en algo que nunca 
puede ser una presunción porque refiere a dos personas unidas entre sí que no pueden generar ni 
concebir una criatura. La iniciativa dice que pueden hacer un convenio para determinar que el niño que 
nazca tiene de progenitores a esas dos personas. Podemos darnos cuenta que esto está atado a la 
procreación asistida, o sea, la inseminación artificial, en el caso de las mujeres de igual sexo que se 
casan. La ley prevé que las dos son las progenitoras de la criatura en base a una presunción que, en 
realidad, el Legislador fijó para un hecho posible, como el de que un hombre y una mujer tengan un 
hijo pero dos mujeres no pueden engendrar ni concebir un hijo entre ellas. Por tanto, una presunción 
no puede apoyarse sobre un hecho imposible, como éste. La presunción debe apoyarse sobre hechos 
posibles pero, en este caso, se basa sobre un hecho imposible y se le quiere dar el carácter de 
presunción. Es lo mismo que presumir que una mujer queda embarazada por obra y gracia del Espíritu 
Santo. Evidentemente, no se puede partir de esa presunción para entablar toda una estructura jurídica 
y por tanto no puede ser tomada como una presunción. 


Desde el punto de vista jurídico, esta es la primera falla con la que arranca este proyecto de 
ley. 


La otra equivocación es la siguiente. El proyecto se refiere a cuando ambas hacen un acuerdo 
expreso y escrito de ser progenitores jurídicos del hijo matrimonial. Partimos de la base de que como 
son dos mujeres se realiza una inseminación artificial. Antes de la fecundación del óvulo hacen un 
convenio expreso, por escrito y eso es lo que la doctrina denomina “negocio jurídico”, que ha sido 
definido como expresiones de voluntad a través de las cuales se busca una finalidad recibida y 
aceptada por el ordenamiento jurídico. En realidad existe un negocio cuando una o ambas partes 
hacen algo aceptado por el ordenamiento jurídico; sin embargo, sucede que nuestro ordenamiento 
jurídico no acepta este tipo negocios o convenciones. ¿Por qué no? Porque los artículos referidos a los 
contratos -el contrato es un negocio jurídico- dicen que no puede ser objeto de ellos lo que está fuera 
del comercio de los hombres, y nadie que haya estudiado Derecho -porque presuntivamente estoy 
hablando con alguien que lo ha estudiado- deja de reconocer que el estado civil no puede ser objeto de 
negocio jurídico porque está fuera del comercio de los hombres. ¿A qué estado civil me refiero? Al 
estado civil del niño que va a nacer y que, por lo tanto, no puede ser objeto del contrato. ¿Qué cosa 
puede ser objeto del contrato? Las cosas que no son pero van a ser, y no puedo decir que el niño es 
una cosa. Es cierto que va a ser, pero no puedo decir que es una cosa que va a ser porque estaría 
cosificándolo y, por lo tanto, no puedo aceptar que sea una cosa. Un hecho también puede ser objeto 
del contrato, pero tendría que ser posible y es imposible cuando es contrario a la naturaleza. Todo esto 
se desprende de los artículos 1284 y 1289 del Código Civil; precisamente el artículo 1289 habla de la 
causa en el contrato y se dice que no puede aceptarse una causa ilícita. Es ilícita cuando va contra el 
orden público y todo esto que estamos tratando está aceptado y pertenece al orden público. Por lo 
tanto, yo no lo puedo resolver en un contrato que tiene todos estos elementos de ilicitud, que hacen 
que ese contrato sea nulo. Además de todo esto, el artículo 217 del proyecto de ley, le quita al niño así 
cosificado -porque está tratado como una cosa- algo muy importante, como es el derecho a obtener su 
identidad. Precisamente este artículo 217 prevé la posibilidad de impugnar el estado civil con 
excepción de los casos en que exista acuerdo expreso y escrito, como lo disponen los artículos 214 y 
siguientes del Código. En ese caso, a ese niño cosificado se le impide averiguar su identidad y mucho 
se ha estudiado actualmente sobre el tema. La identidad significa saber de dónde vengo y quiénes son 
mis antepasados. Esta criatura, que en este caso va a tener la carga genética de un desconocido, de 
acuerdo a lo que dispone este artículo no va a poder averiguar quién es y de quién desciende. Ese es 
un derecho que no puede quitársele a nadie. A fines del año pasado vi el proyecto de ley de 
procreación asistida, pero no sé si al día de hoy esto se ha modificado. De todos modos, cuando se 
habló de la dignidad y de la posibilidad de averiguar la identidad, y de que se limitaba a casos graves o 
de enfermedad, los propios Legisladores advirtieron que se estaba hablando mucho del derecho a la 
identidad; uno en particular dijo que el hijo no tendría como padre al donador, sino a aquella persona 
que lo cuida; pero cuidado, no estamos hablando del padre sino que estamos buscando los orígenes. 
Siempre se dice que si no sabemos a dónde vamos, al menos queremos saber de dónde venimos, cuál 
es la carga genética que cada uno de nosotros tiene. 


Muchas veces vemos a una criatura con gestos que son de su abuelo o de su tío, es decir 
que son gestos de la familia, pero en el caso del proyecto de ley actual ese chico no va a tener la 
posibilidad de averiguar nada. No quiero repetir aquí lo que digo en mis clases de que no podemos 
aceptar que nacimos de un repollo; nacimos de lo desconocido y creo que no se le puede quitar a 
ningún ser humano el derecho al conocimiento, porque ahí está en juego la dignidad de la persona. 


¿Qué es la dignidad? Lo cierto es que mucho se ha hablado de ella y es difícil encontrar una sola 
definición pero para mí la más sencilla tiene que ver con no ser tratado como una cosa. Además, se ha 
planteado que la dignidad es como un paraguas debajo del cual se abrigan todos los derechos de las 
personas. Entonces, la dignidad estaría en no ser tratado como una cosa y aquí se trata a la criatura de 
esta forma y su destino está atado a una voluntad que va contra la naturaleza. Ante esto me pregunto 
por qué si se quiere tener un niño no se lo adopta. Está admitido que una mujer tenga un hijo propio y 
que otra luego lo adopte. En ese caso, si estas dos mujeres están casadas, la criatura será hija de 
ambas, pero no se llega a esa situación tremenda que, a mi manera de ver, implica incursionar en un 
campo vedado por todos los elementos que he planteado. Esto es cuanto quería expresar sobre el 
tema filiatorio. 


Otro aspecto que he visto que se ha considerado mucho es el relativo a los apellidos y, en mi 
opinión, eso puede traer dificultades aunque entiendo que no son insalvables. Si un matrimonio 
heterosexual, a la hora de inscribir a su hijo, decide cambiar el orden en que se ponen los apellidos del 
padre y de la madre -se otorga esta posibilidad- eso debe quedar en el registro porque de lo contrario, 
con el transcurso del tiempo, pueden aparecer dificultades en materia sucesoria. Digo esto porque en 
estos casos, resultará muy complicado saber quién es pariente de quién ya que algunas personas 
tendrán sus apellidos de acuerdo al régimen anterior y otras en otro orden, lo que puede dar lugar a 
grandes dificultades y no solamente en materia sucesoria sino también en los casos en que, por 
ejemplo, haya que encontrar los parientes de una persona. Obviamente, no es algo imposible pero será 
necesario hacer un rastreo, lo que traerá complicaciones. 


En mi opinión, el proyecto de ley también tiene cosas importantes y positivas. Pero en lo que 
tiene que ver con el matrimonio, me pregunto por qué la iniciativa no se limita a trabajar en lo relativo a 
ese tema específico, sin tocar la filiación, ya que eso implica poner una bomba en la estructura de la 
familia. Además, todo eso supone tener que recurrir a muchos galimatías, con una serie de acuerdos y 
desacuerdos cuya muerte está anunciada desde el principio. Digo esto porque, teniendo en cuenta lo 
que se aplica actualmente, es probable que por el artículo 72 de la Constitución el juez no aplique esta 
disposición o pida la declaración de inconstitucionalidad, ya que se están violando derechos de la 
personalidad. Parecería que la ley les da la respuesta al permitirles adoptar y, en ese caso, el niño 
tendrá dos progenitoras; es algo que la ley da en bandeja. 


Actualmente, el hombre está actuando contra la naturaleza. Cuando nosotros oímos hablar 
del problema ambiental -y hay todo un discurso al respecto- sabemos que es obra del hombre que 
actúa contra la naturaleza. 


Esto lo digo a título exclusivamente personal, al igual que otra consideración que haré a 
continuación. Lo que quiero decir ya lo expresó un jurista francés -es posible que también lo haya 
dicho algún uruguayo, pero no lo conozco- que dijo que al momento de legislar no hay que hacerlo bajo 
la emoción, bajo la presión, bajo los sabios modernos o bajo los confeti legislativos. Reitero que esto lo 
digo a título personal y refiero a lo que ha expresado un jurista francés. 


No tengo nada más para decir. 


SEÑORA RAMOS.- En primer lugar, quiero agradecer que nos hayan invitado y que escuchen las 
reflexiones que tenemos para hacer. 


Voy a partir de una premisa que es la siguiente: no todos en esta mesa saben Derecho -ni 
tienen por qué saberlo- y, además, los que conocemos del tema siempre estamos aprendiendo así que, 
de repente, entre todos podemos encontrar alguna luz en este asunto. 


Soy Profesora en la Universidad de la República de Derecho Privado | y VI -que incluyen todo 
lo concerniente a familia, sociedad conyugal, unión concubinaria y sucesiones- y en la Universidad 
Católica del Uruguay soy Profesora de Derecho de Familia, Sociedad Conyugal y Sucesiones. En 
realidad, en esta oportunidad estoy compareciendo por la Universidad Católica del Uruguay. 


Considero que este proyecto de ley no se limita a introducir cambios en el concepto de 
matrimonio, porque también modifica otros aspectos relacionados. En lo personal, me parece 
importante partir de una base que no es defensiva del Código Civil sino que es de observación del 
mismo. Narvaja, cuando consagró el matrimonio con sus efectos personales y patrimoniales, creó un 
sistema y, realmente, toda modificación que se pueda introducir en él repercute en la totalidad del 
régimen y a veces, inclusive, lo hace en contra de lo que efectivamente se quiso en un principio. Voy a 
poner algunos ejemplos al respecto que surgen de este mismo proyecto de ley. 


Comenzaré con el artículo 9% del proyecto de ley -que, además, debo decir que incluye 
algunas disposiciones que realmente han superado y mejorado la legislación vigente- que sustituye la 
redacción del artículo 183 del Código Civil, que distinguía entre alimentos congruos y necesarios. 
Cuando uno acude al diccionario para saber qué significa alimentos congruos, advierte que el concepto 
es distinto al que le quiso dar el Código Civil, que tenía que ver con la mantención del nivel de vida. 
Esto lo ha resaltado en sus clases la profesora Mabel Rivero y es verdad porque, en realidad, es todo 
lo contrario a ese concepto, pero allí lo que pretendía el Legislador era mantener el nivel de vida que se 
tenía durante el matrimonio. En ese esquema del artículo 183, los congruos los tenía la mujer -en 
determinadas condiciones- no culpable del divorcio y los necesarios los tenían ambos cónyuges. La 
redacción propuesta mantiene algunos elementos del artículo 183 como, por ejemplo, la clasificación 
entre alimentos congruos y necesarios -hace referencia a la indigencia- modifica algunos aspectos, en 
este caso a favor de ambos cónyuges, e introduce cambios que tienen que ver con los plazos. 


Con respecto a la fijación de los plazos -aquí he observado que existe un verdadero problema 
que, seguramente, no fue querido- el proyecto de ley toma el criterio asumido en la Ley N* 18.246, 
relativa a la unión concubinaria, teniendo en cuenta el número de años que dura el matrimonio para 
fijar el plazo en que el cónyuge deudor queda obligado a prestar los alimentos congruos. El artículo 
dice, “Cuando el matrimonio hubiera durado más de diez años” y, agrega, “por un plazo igual a la 
duración del matrimonio”. Es decir que el cónyuge deudor de los alimentos deberá prestarlos por un 
plazo igual a la duración del matrimonio. 


Pero luego, el último inciso del artículo establece que, “A los efectos de los plazos referidos en 
los incisos anteriores, se computará como duración del matrimonio el tiempo transcurrido entre su 
celebración y la sentencia que decrete la separación provisoria de los cónyuges (artículo 154)”. Cabe 
recordar que para que tenga efecto la separación provisional tiene que ser pedida judicialmente y, 
personalmente agrego, que no siempre se hace. Lo que sí es habitual es que los cónyuges se separen 
de hecho, algo muy frecuente en nuestra sociedad. 


La regulación en materia de unión concubinaria no traía problemas porque partía de un 
supuesto distinto y era que allí la convivencia constituía un elemento esencial, tal como lo establece la 
Ley de Unión Concubinaria. En este proyecto de ley el problema es diferente porque puede haber 
matrimonio sin que exista convivencia. Efectivamente, cuando se plantea “Cuando el matrimonio 
hubiera durado más de diez años”, puede darse el caso de un matrimonio donde los cónyuges estén 
separados de hecho. Por ejemplo, ambos esposos se casan, conviven y luego de un año, la mujer se 
va de la casa. Ambos esposos continúan haciendo su vida y tienen relaciones con terceras personas y, 
de esta forma, pasan doce años. Como continúan casados y ninguno de ellos pidió la separación 
provisional -como es habitual- de acuerdo al texto legal podrían pedir alimentos congruos. Por esta 
razón, considero que es aconsejable que se tenga en cuenta este aspecto en el último inciso porque, 
de lo contrario -según lo que interpreto de la redacción- se habilitaría a que alguien pida congruos 
cuando en realidad la convivencia no existió, que fue lo que el propio Legislador pidió en el caso de 
unión concubinaria. A mi entender, el problema se genera cuando trasladamos un concepto válido para 
la unión concubinaria, que es la exigencia de la convivencia, y que no lo es para el matrimonio, donde 
se admite la separación de hecho. Algún día habrá quienes pensarán la importancia de regular la 
separación de hecho, porque hay matrimonios que generan derechos y están vacios de contenido 
porque no conviven, no tienen vida matrimonial. 


Entonces, si cuando se estableció la limitación al deber de fidelidad se dijo que éste iba a 
tener sus límites en la vida de consuno -que fue a lo que el Legislador dio importancia- parecería lógico 
que si se fuera a utilizar el criterio de los plazos de la norma de la unión concubinaria y del matrimonio, 
también habría que tener en cuenta la separación de hecho. No sé si en esto fui clara. 


El segundo tema que quiero plantear es el siguiente. Ustedes saben que el principio de 
solidaridad es muy importante en materia de Derecho de Familia. Está probado que en la familia existe 
solidaridad durante la vida, y yo diría que hasta la muerte, porque los primeros que nos heredan son 
nuestros familiares; o sea que el principio de solidaridad es algo que lo vive la familia. Entonces, me 
parece sinceramente que en materia de alimentos, cuando uno está hablando de los congruos, de 
mantener el nivel de vida que tenía el matrimonio -lo dejo como sugerencia- ¿no habría que pensar 
también en aquellas situaciones donde se requiere para el otro cónyuge, por razones de salud -es 
decir, por enfermedad- o edad? Lo planteo porque eventualmente, de acuerdo a la redacción 
propuesta, podría plantearse el caso de alguien que no llegue a ese mínimo de años o que llegando al 
mínimo que se propone en el inciso segundo no cumple con todo lo que allí se expresa. En concreto, 
el inciso segundo dice “también se fijará una pensión alimenticia congrua, si el matrimonio hubiera 
durado al menos un año en las mismas condiciones referidas en el inciso anterior y por el plazo de 
duración del matrimonio y se pruebe plenamente que en la distribución de tareas entre los cónyuges, a 
uno de ellos le hubiera correspondido las tareas dentro del hogar”. En este caso tomaron un criterio. 
¿Cuál es el criterio? Si uno estaba haciendo las tareas del hogar -aunque el matrimonio durara menos 
tiempo- era lógico que se dieran congruos. Ahora, ¿qué pasa con quienes están en una situación en la 
que efectivamente cumplen con estos plazos, pero no hicieron tareas del hogar, simplemente porque 
tenían la enfermedad de Parkinson incipiente u otra enfermedad o porque a una altura determinada de 
la vida el otro se divorcia, porque acá, además, se está consagrando la posibilidad de que el marido o 
la mujer se divorcien, y uno de los dos deje al otro? 


Sinceramente, me parece que se debería contemplar la salud y los problemas derivados de 
una enfermedad, sobre todo a determinada altura de la vida. Fundamento esto en el principio de 
solidaridad; doy el fundamento de porqué la solidaridad familiar debe reinar, lo que por otro lado fue 
consagrado en el Código de la Niñez y la Adolescencia como un elemento sustantivo. 


Creo que también es importante plantear otro aspecto. A pesar de que la doctora Rivero ya 
aludió a la filiación, me gustaría hacer una relectura con los señores Senadores y plantear algunos 
problemitas que veo. Estoy convencida de que en este proyecto de ley se están articulando 
modificaciones en materia filiatoria -no estoy proponiendo modelos de familia, sino que advierto que se 
están planteando modificaciones en materia filiatoria- lo que está íntimamente relacionado con las 
técnicas de reproducción asistida. ¿Por qué? Por una sencilla razón: porque de las técnicas de 
reproducción asistida se obtendrá un hijo, un niño; esta es la verdad. 


Ahora bien, soy integrante del Instituto de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República, leí atentamente la comparecencia que hicieron el doctor Juan Andrés 
Ramírez y la doctora Luz Calvo a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes el 22 de agosto de 2012, y comparto el criterio 
expuesto. En aquella oportunidad mencionaron la relación que tenía este proyecto de ley con las 
técnicas de reproducción asistida. En lo personal, como entiendo que ambos temas están 
relacionados, creo que el proyecto de ley que hoy consideramos no debería aprobarse antes de la 
iniciativa relativa a las técnicas de reproducción asistida o, por lo menos -como dijo la doctora Luz 
Calvo- debería aprobarse en forma concomitante. No lo digo buscando determinado modelo de familia 
ni nada por el estilo sino porque en realidad de las técnicas de reproducción asistida no obtenemos una 
lámpara, sino un hijo, y si vamos a obtener un niño, será hijo de alguien y eso es claramente materia 
filiatoria. 


Sin pretender inmiscuirme en aspectos de técnica legislativa, quiero referirme a otro tema a 
través de apreciaciones de orden jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, tiene libertad para hacerlo. 


SEÑORA RAMOS.- Gracias, pero reitero que voy a hacer apreciaciones de orden jurídico porque así 
corresponde. 


Me gustaría hacer algunas reflexiones en materia de filiación y, para ello, me permitiré releer 
con ustedes algunos artículos, porque creo que puede llegar a ser algún aporte. 


Consideramos de fundamental importancia el artículo 14 del proyecto de ley, por cuanto 
sustituye los artículos 214 a 221, normas neurálgicas en materia de filiación. 


Quiero hacer algunas reflexiones desde un ángulo un poquito distinto al formulado en la 
Cámara de Representantes. En la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes, planteé que en el artículo 214 en realidad se estaba 
utilizando un instrumento que era la presunción y que efectivamente no era el instrumento que se 
debía usar. ¿Por qué? Porque de acuerdo con lo que establece el artículo 1600 del Código Civil, “Las 
presunciones son consecuencias conjeturales que la ley o el magistrado sacan de un hecho conocido a 
otro desconocido”. Aquí hay un hecho conocido. Recuerdo que en la Comisión de la Cámara de 
Representantes puse un ejemplo y pregunté si alguien podía aprobar una presunción que diga que se 
considera que los hombres van volando por sus propios medios a trabajar. Esa presunción no es un 
hecho conocido. Aclaro que no me refiero a que viajen en helicóptero o en otro medio de transporte, 
sino a volar por sus propios medios. 


Entonces, es claro que la presunción no se podría utilizar porque, por ejemplo, no es un hecho 
cierto que dos mujeres puedan tener un hijo. 


SEÑOR MOREIRA.- Es imposible. 


SEÑORA RAMOS.- En lo personal lo que me preocupa, además, es otro tema que tiene que ver con 
ciertos derechos fundamentales y, por esa razón, lo voy a plantear. 


El artículo 214 establece: “Viviendo los cónyuges de consuno,” -se utiliza de nuevo la 
presunción- *y sin perjuicio de la prueba en contrario, la ley considera al otro cónyuge, jurídicamente 
progenitor de la criatura concebida por su esposa durante el matrimonio. 


Las personas legitimadas por la ley, podrán destruir esta presunción acreditando que el 
vínculo biológico no existe”. 


Frente al caso de un hombre y una mujer casados, el hombre va a tener la acción de 
desconocimiento de la paternidad -una presunción relativa- si se dan determinados requisitos, por 
ejemplo, si por un ADN se determina que no es el padre de la criatura. Claramente el hombre tiene esa 
posibilidad y en modo alguno se le cercena el derecho; está en su libertad de hacerlo dentro de los 
plazos que el Legislador estableció. Pero observen lo que dicen los incisos tercero y cuarto: 
“Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior, las personas que están imposibilitadas 
biológicamente entre sí para la concepción y antes de la fecundación del óvulo ambos acepten 
(concibiente y no concibiente) bajo acuerdo expreso y escrito ser progenitores jurídicos del hijo 
matrimonial. 


Es nulo todo acuerdo entre cónyuges o concubinos referido a la concepción fruto de la unión 
carnal entre hombre y mujer”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La parte final no fue aprobada por la Cámara de Representantes. 
SEÑORA RAMOS.- Este es el texto que me enviaron desde el Senado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas, estaba leyendo otro texto, no el comparativo. 


SEÑORA RAMOS.- Quiere decir que como refirió la doctora Rivero, de acuerdo al artículo 214, las 
personas que están imposibilitadas de procrear por las vías comunes, bajo acuerdo expreso y estricto 
pueden acordar ser progenitores jurídicos de la criatura. 


Ahora bien, cuando observamos el artículo 217 del Código Civil -y acá está el tema en 
cuestión- en la redacción propuesta se dice: “La presunción de existencia de relación filiatoria del 


cónyuge no concibiente que se configura conforme a lo dispuesto por los artículos 214, 215 y 216 de 
este Código,” -es decir, por la presunción- “podrá ser libremente impugnada por el mismo, el hijo o los 
herederos de uno u otro, dentro de los plazos y en las condiciones que se dispone en los artículos 
siguientes con excepción de los casos en que exista acuerdo expreso y escrito como lo disponen los 
artículos 214 y siguientes de este Código”. 


En relación a este punto quiero hacer dos aclaraciones que me parecen muy importantes y 
tienen que ver con derechos fundamentales. 


En primer lugar, no podrían hacer uso de esta acción de desconocimiento de la paternidad 
aquellos que acordaron, es decir, los comprendidos en el inciso tercero del artículo 214 propuesto 
porque son ellos los que están imposibilitados biológicamente entre sí para la concepción. Entonces, 
antes de la fecundación del óvulo, hacen un acuerdo expreso y escrito, pero ellos quedan exceptuados. 


Siempre he tenido la impresión de que en esta norma hay una búsqueda de la igualdad. Creo 
que en el fondo, cuando se está aprobando esta norma, se busca la igualdad, la posibilidad de decir 
que se quiere tener una familia como la tienen todos y, por lo tanto, se quiere tener un hijo. Ahora bien, 
¿qué es lo que sucede? En aras de esa pretendida igualdad, digamos que se va por la ventana la 
libertad. ¿Por qué? Porque esas personas el día de mañana no van a tener la libertad -derecho 
esencial que el Estado tiene que custodiar- de poder impugnar. Y puede pasar que alguna de las 
personas que no pueden procrear biológicamente sea engañada por su pareja, porque los engaños no 
ocurren solamente en las parejas heterosexuales, sino que muchas veces están en la naturaleza 
humana. Entonces, me temo que esas personas van a quedar cercenadas en su derecho de impugnar. 
Se puede razonar que existe un acuerdo expreso, pero se ha acordado sobre un tema -como lo 
expresó la doctora Rivero- que es muy difícil o imposible acordar. Digo esto porque se está acordando 
y renunciando de antemano -y el Legislador lo está sellando- a la posibilidad de que puedan impugnar, 
tema que no es menor. Puede ocurrir, por ejemplo, que alguna de las dos personas que acordaron ese 
corsé, el día de mañana quiera salir de ese acuerdo porque con posterioridad de celebrado el mismo y 
nacido el chico, se entera de que fue engañada. Reitero, no es un tema menor y, por lo menos, habría 
que meditarlo porque a veces, en aras de la igualdad, se puede llegar a cercenar la propia libertad. 


El otro tema que me preocupa, es peor porque involucra a alguien que no celebró el acuerdo; 
estoy hablando del hijo. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera formular una pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos los señores Senadores tienen preguntas para formular. Lo ideal sería 
que nuestra invitada termine su exposición para luego sí comenzar con nuestras preguntas. 


Puede continuar la escribana Ramos. 


SEÑORA RAMOS.- Otro tema al que quería hacer referencia -aunque, de pronto sea un problema de 
texto que convendría aclararlo- tiene que ver con lo siguiente. Los señores Senadores observarán que 
el artículo 217 -que sería el artículo acápite, porque es el que establece quiénes están legitimados 
para entablar la acción de impugnación, porque no todas son de desconocimiento- es el que nos da los 
titulares. Esta disposición establece que el que lo puede hacer es el padre, el hijo o los herederos. Por 
el acuerdo que se hace en el artículo 214, se dice: “La presunción de existencia de relación filiatoria del 
cónyuge no concibiente que se configura conforme a lo dispuesto por los artículos 214, 215 y 216 de 
este Código, podrá ser libremente impugnada por el mismo, el hijo o los herederos de uno u otro, 
dentro de los plazos y en las condiciones que se dispone en los artículos siguientes con excepción de 
los casos” -cuidado con esto- “en que exista acuerdo expreso como lo dispone el artículo 214 y 
siguientes del Código Civil.” Perfectamente se podría pensar que al decir “los casos” quedan 
comprendidos todos los intervinientes. Se trata de las personas que hicieron acuerdos que son los que 
están imposibilitados biológicamente entre sí para la concepción. En el caso de que esto no se aclare, 
puede haber una posible colisión con el artículo 219 que refiere a la acción del hijo. Sinceramente 
tengo temor de que en el día de mañana se entienda que en esos casos -palabras que se usan en el 
proyecto de ley- el hijo no tenga derecho a pedir la impugnación. Digo esto porque estamos 


encorsetando ya no al que hizo el pacto, sino al hijo que, como bien expresó la doctora Rivero, tiene 
derecho a la identidad. 


El proyecto de ley tiene muchos artículos, pero quiero aclarar lo siguiente. Recibimos el 
proyecto en el día de ayer porque la semana pasada nos encontrábamos en el exterior realizando un 
doctorado. Nos enteramos que la Comisión gentilmente nos invitaba para dar nuestra opinión sobre el 
proyecto de ley pero, lamentablemente por las razones antes mencionadas no pudimos estudiarlo en 
detalle. Pensamos que no debe tener muchas modificaciones, comparándolo con el proveniente de la 
Comisión. 


Finalmente, un tema que me parece importante es el de los apellidos. En lo personal, la norma 
que trata este tema no me disgusta. Si el Registro del Estado Civil puede admitir una buena 
coherencia, sobre todo en materia de sucesiones, no me parece mal. Lo que sí me preocupa es que 
no se aclara qué pasa. Concretamente en el numeral 1) del artículo 27 esto no se aclara. Dicha 
disposición establece: “El hijo habido dentro del matrimonio heterosexual llevará como primer apellido 
el de su padre y como segundo el de su madre. Sin perjuicio de ello, podrán optar por invertir el orden 
establecido precedentemente siempre que exista acuerdo de partes.” ¿Tengo que entender que si no 
hay acuerdo de partes, el orden es el habitual? A mi juicio, va a ser difícil poder obtener un acuerdo de 
partes. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes que nada, quisiera agradecer la presencia de nuestras invitadas y las 
opiniones tan bien fundadas que nos han expuesto con respecto a este tema. A mi juicio, habría que 
eliminar la referencia del inciso primero del artículo 25 en el que el matrimonio heterosexual podría 
invertir el orden natural mediante acuerdos -si no hay acuerdos no hay variantes- y lo establecería para 
todos los matrimonios; en el caso de no acuerdo, iríamos al régimen establecido en el inciso segundo 
para los matrimonios homosexuales. Esa sería una norma justa y a mi juicio progresista, por utilizar 
una palabra que está de moda. 


Aquí se ha hecho referencia a temas extremadamente sensibles y, diría, situaciones límites en 
donde los errores no tienen recomposición. Quiero decir con mucha humildad -no tengo formación en 
Derecho, por lo que les pido que me corrijan si estoy equivocado- que observo cierta contradicción 
entre los artículos 217 y 219 con respecto a quién está legitimado y con qué restricciones para iniciar 
determinadas acciones. En el artículo 217 se incluye al conjunto de los participantes de esa situación y 
en el 219 se hace referencia al hijo. Las manifestaciones de la doctora quedan salvadas por la 
redacción del artículo 219. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con mucha atención la exposición de las señoras catedráticas y 
quiero decir que desde ya comparto muchas de sus precisiones, en cuanto a la elección del derecho a 
conocer la identidad con este mecanismo de presunciones absolutas que, en realidad, no son 
presunciones porque son hechos de ejecución imposible, es decir, que solo se dan por la vía de la 
reproducción asistida. 


Coincido en que también, previo a esto, debería sancionarse la regulación legal de la 
reproducción asistida porque me parece que allí hay vacíos, huecos, dudas e incertidumbres que no 
solo se dan a nivel del Derecho interno sino por la aplicación del Derecho Internacional Privado. 
Planteo esto porque en otros países hay regímenes diferentes. Tal es el caso de la República 
Argentina, donde se acaba de sancionar un régimen de reproducción asistida. 


Hace unos días comentábamos el tema filiatorio. En este sentido, discrepo absolutamente con 
la solución que se propone en este proyecto de ley. 


Lo que decía el señor Senador Rosadilla, se lo planteé al colectivo Ovejas Negras con 
respecto a la contradicción que existe entre los artículos 217 y 219. En el artículo 217 se plantea una 
presunción absoluta. 


A través del artículo 214 se inhibe a los cónyuges desconocer e investigar el lazo biológico 
que pueda darse en una relación con el nacimiento de un hijo. 


En el artículo 217, relativo a la presunción de existencia, se establece: “La presunción de 
existencia de relación filiatoria del cónyuge no concibiente que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, podrá ser libremente impugnada por el mismo, el hijo o 
los herederos de uno u otro, dentro de los plazos y en las condiciones que se dispone en los artículos 
siguientes con excepción de los casos en que exista acuerdo expreso y escrito como lo disponen los 
artículos 214 y siguientes de este Código”. Allí parecería vedar no solo al otro cónyuge sino también al 
hijo, a sus herederos o a su curador, el atacar esa presunción absoluta que, en realidad, no es una 
presunción sino una ficción. 


El artículo 219 dice algo distinto pues establece: “Hallándose el hijo en posesión del estado 
filiatorio legítimo, tenga o no título, podrá impugnar la presunción de paternidad, actuando debidamente 
representado por un curador “ad litem”, dentro del plazo de un año a contar desde el nacimiento. Si la 
acción no hubiera sido intentada durante la menor edad del hijo, podrá ejercerla éste dentro del plazo 
de un año a partir de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro del plazo hábil para interponer la 
demanda de impugnación de la paternidad o durante su minoría de edad sin haberla interpuesto, la 
acción podrá ser ejercida por los herederos de éste dentro del plazo que aquél contaba”. 


Hace unos días consulté a la señora abogada Suarez respecto de esta contradicción y me 
respondió que se resolvía acudiendo al apéndice del Código Civil dado que hay que realizar una 
interpretación sistemática y evolutiva bajo el Principio de no contradicción. Lo cierto es que no entendí 
muy bien puesto que sigo viendo una contradicción: el Juez tendrá que ver qué norma aplica, si el 
artículo 217 o el 219. No entiendo por qué coexisten en este proyecto de ley dos normas que dicen 
absolutamente lo contrario estableciendo regímenes diferentes, en un caso denegando la posibilidad 
de averiguar el origen biológico de la identidad de un ser -como decía la doctora Rivero- donde el niño 
rey o sujeto de derecho pierde muchísimos de sus derechos. Desde una regulación se perjudican 
muchos de los derechos del nuevo ser que cuando es concebido o nace no se puede autodefender. 


En resumen, quiero saber cómo se va a defender esa contradicción: si va a quedar librada al 
criterio de cada Juez que aplicará el artículo 217 o el 219, o tiene razón la señora abogada Suárez, 
quien sostiene sus ideas con gran convicción. 


SEÑOR PASQUET.- Sobre esta incongruencia felizmente advertida entre los artículos 217 y 219, 
quiero decir que estamos a tiempo de superarla porque es una cuestión de definición de criterios 
legislativos. Si estimamos que vamos a habilitar al hijo a desconocer la paternidad, aun en esa 
situación podemos hacerlo sin que quede ninguna duda y, si nos parece que no hay que habilitarlo, no 
procedemos y eliminamos las incongruencias en los textos, pero en nosotros está determinar qué 
solución queremos. 


Quería preguntar a la profesora Ramos, cuando hoy se habló de la posibilidad de que 
existiese un engaño y se dijo que a partir de ahí igualmente estaría vedado el desconocimiento de esta 
progenitura jurídica. ¿De qué tipo de engaño se habla? Si se tratara de la hipótesis de una 
reproducción asistida y de donantes anónimos, ¿cómo se configuraría el engaño? No me cuesta 
pensar en una hipótesis en la cual se haya introducido un elemento engañoso en el acuerdo de 
voluntades por el cual uno reconoce la progenitura jurídica. Si allí hubiera engaño, entonces cabría 
pensar en la posibilidad de una acción basada justamente en el engaño para impugnar el acuerdo de 
voluntades -algo parecido a los vicios de consentimiento; habría que modificar los plazos, etcétera- 
pero estaríamos pensando en esos términos. Pero si no existe engaño o no recae sobre lo sustancial, 
que sería la identidad del donante -es esto lo que importa porque, por ejemplo, el donante es anónimo- 
¿cuál sería, a estos efectos, el engaño relevante? 


SEÑOR ROSADILLA.- Estaba pensando en voz alta si esta contradicción no se subsanaría eliminando 
del artículo 217 la frase donde se incluye “el hijo o los herederos de uno u otro”, estableciendo un 
régimen para el cónyuge no concibiente y, en el artículo 219, un régimen para los hijos o herederos. De 
esta manera se diferencia el régimen por el cual el cónyuge no concibiente tiene derecho y se lo 
separa completamente en otro artículo no haciéndolo colidir. 


SEÑORA MOREIRA.- Más que una pregunta sería un pedido. En caso de que el cónyuge no realice 
las tareas en el hogar porque padezca una enfermedad, como ser Parkinson que aquí se mencionó, 


qué solución de redacción se le encontraría. Quizás sea muy prematuro, pero les podríamos pedir que 
nos hagan llegar una redacción después, porque entiendo que sería interesante explorar esta 
alternativa que mencionó la doctora Ramos. 


También quisiera hacer una pregunta con relación al engaño. Uno no impugna un acuerdo que 
voluntariamente hace y me parece que la redacción está ajustada a eso, salvo que luego aparezcan 
elementos que induzcan a pensar que una de las partes no contaba con información importante 
respecto del acuerdo que se celebró voluntariamente. Con relación a lo que preguntaba el señor 
Senador Pasquet quisiera saber qué tipo de elementos surgirían después que inhabilitaran el acuerdo 
anterior en una situación de reproducción asistida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A esta catarata de ideas quisiera agregar lo siguiente. Independientemente de 
estar a favor o en contra del proyecto, entiendo que hay una tensión entre los artículos 214 y 219 que 
se encuentran dentro del artículo 14 del proyecto de ley. El artículo 214, junto con el 217, pretende que 
una vez que se sella el pacto por escrito para tener un niño entre dos personas de distinto o igual sexo 
por fecundación asistida, a fin de preservar los aspectos filiatorios de ese niño y para darle protección, 
no ocurra que seis años después, quien firmó el pacto siendo no concibiente, diga: vamos a ver la 
filiación porque yo no soy el padre o madre biológica; eso ya lo sabe de entrada, porque se trata del 
padre que no puede concebir o de una pareja de mujeres que, obviamente, no pueden concebir. El 
artículo 214 final y el artículo 217 tratan de la protección del niño que se trae bajo ciertas condiciones, 
entonces, después no se puede decir: no me hago cargo. Por su parte, el artículo 219 trata de darle la 
libertad a ese niño. En el caso anterior, se piensa en que puedan venir los hijos biológicos de uno y otro 
y lo impugnen, sabiendo que la impugnación va a dar que no tiene vínculo biológico. Repito: el artículo 
214 y el artículo 217 dan protección al niño, mientras que el artículo 219 refiere al derecho a la 
identidad. Podemos llegar a la conclusión de que hay una tensión entre los dos artículos o entre los 
dos primeros y el artículo 219. Incluso me arriesgaría a decir que aunque para cierta parte de la 
academia estuvieran claros estos aspectos, no estaría de más aclararlos del todo. Por eso, sería bueno 
que la doctora y la escribana nos pudieran acercar una redacción, sea para el artículo 217, 219 o 214, 
que nos permita contar con una solución aún más clara. Creo que no están en contradicción, pero 
¿para qué arriesgarnos? 


Con respecto al tema del engaño, independientemente que pudiera haber alguna hipótesis 
planteada por la Senadora Moreira o por el Senador Pasquet, me preocupa que podamos meternos en 
algún inciso que después genere una situación de desprotección para el niño. Por ejemplo, una 
persona se casa con otra, hay un no concibiente, y de repente la persona aduce que se casó con 
alguien de quien desconocía su historia, su pasado y, por tanto, se siente engañado. Pongo un 
ejemplo: el matrimonio de dos mujeres, en el que una de ellas tuvo antes un género distinto y la otra lo 
impugna. Hay que tener mucho cuidado porque, aunque se impugnen el matrimonio y todos los otros 
aspectos contractuales, no deberíamos dejar desprotegida a esa criatura. Entonces, una vez que 
firmaron, salvo que se me ponga sobre la mesa algún aspecto de engaño muy claro, prefiero no abrir 
esa puerta porque este no es un tema de identidad sino de desprotección del ser que viene o que ya 
tiene vida. 


Con respecto al artículo 9* tengo algunas dudas en cuanto a la redacción y, por tanto, pediría 
que también se nos hiciera llegar otra redacción porque hay un aspecto que avanza en la materia, pero 
sucede algo similar a lo que ocurre en las carreras de postas, en donde para que uno pueda tomar la 
antorcha del que viene el otro tiene que llegar. Me refiero al futuro, en la medida en que haya una 
situación de igualdad entre géneros, la mujer gane lo mismo que el hombre y tenga las mismas 
posibilidades y oportunidades que él. Más allá de los plazos y del aspecto de salud que plantea la 
escribana Ramos, palabras más, palabras menos puede ocurrir que -como quizás sucede en algún 
país del norte de Europa, donde se ha avanzado mucho en las igualdades, derechos y en las 
protecciones- como la redacción del artículo 183 contenido en el artículo 9% está basado en ese sentido 
de igualdad, estemos dejando desprotegida a la mujer. Para llegar a la igualdad, hay que recorrer una 
transición. Es claro que en el caso del matrimonio de dos mujeres, me inclino más por el artículo 9* del 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, pero en el de una relación hombre-mujer 
con desigualdad de salarios o en el que la mujer dedicó todo su tiempo al hogar, permitió el desarrollo 
del marido y de la noche a la mañana se disuelve ese vínculo -porque no estamos viendo 
solamente los matrimonios que se vayan a formar o que estén hechos hace diez años con otra 


mentalidad y oportunidades, sino también aquellos que lleven equis cantidad de años- podemos estar 
generando desprotección. 


No sé si el proyecto de ley será modificado, pero me veo tentado de ir por una especie de 
artículo 183 tal cual está concebido hoy y a renglón seguido decir, por ejemplo: “Para aquellos nuevos 
casos”, “Para aquellos matrimonios”. Porque en el artículo 25 -si bien esto es “matrimonio igualitario” se 
habla de “cónyuges” no de mujer y de hombre- como todo esto es nuevo, se incluye una solución que, 
buena o mala, es diferencial. ¿Por qué es diferencial? Porque sucede lo que dijeron los representantes 
del Colectivo Ovejas Negras: “No queremos imponer nuestra moral a los demás”. Hay una moral, 
ciertos valores o concepciones aceptadas de que eso es así. Entonces, que siga siendo así en el caso 
de quienes quieran hacerlo y en otros será de una manera diferente. Si hay una solución puntual y 
adecuada quizás pueda haberla para el artículo 9% de manera que empiece con el 183 sobre 
protección a la mujer -quizás, dentro de cinco o diez años se cambie porque la realidad es otra- pero 
después a renglón seguido, pueda tener una redacción como la del artículo 183 aprobado en la 
Cámara de Representantes. No sé, tal vez esas “dos moscas no se pueden atar por el rabo”, pero 
deberíamos intentarlo. No quisiera que tratando de cuidar a los más débiles se generara una situación 
de desprotección de un lado ni del otro. 


SEÑORA RIVERO.- Respecto al artículo 183 creo que hay que meditar sobre qué es lo que dice hasta 
ahora y en qué medida ha sido aceptado. La redacción de esta norma ha dado lugar a que se pretenda 
aplicar en una situación que en el momento actual no tiene nada que ver con aquella que dio lugar 
originariamente a este derecho. Era un derecho específico; era el caso de la mujer que había vivido 
junto a su marido durante toda su vida, que se divorció, que no es culpable de la separación, etcétera, 
y tenía derecho a pedirle una pensión alimenticia de por vida. Entiendo que la forma de lograrse a sí 
mismo es trabajando -será porque he trabajado toda mi vida- puede hacerlo en el hogar, perfecto, pero 
tal vez no trabajó nada y pretenda recibir una pensión alimenticia, tal como ha pasado en muchos 
casos. Incluso el señor Legislador Orrico planteó un caso que le ocurrió en ejercicio de la profesión y 
también me ha sucedido a mí como Defensora de Oficio. Puede ser el caso, por ejemplo, de una mujer 
muy joven, con muy poquito tiempo de matrimonio que viene a pedir una pensión alimenticia. Uno le 
respondería: “Si tú puedes trabajar ¿Por el hecho de que te casaste piensas que el Legislador te 
transforma en una hiedra de tu marido, mientras no se te ocurra casarte de nuevo o convivir con otro 
hombre?” Este es otro de los temas que se había discutido. 


En lo que a mí respecta este es otro artículo que, con esa redacción, no tenía razón de ser. 
Creo que hay que pensarlo para aquellas hipótesis en que efectivamente hay un plazo de duración del 
matrimonio y prever cuándo es legítimo hacer esa solicitud. Además, el hecho de que tenga a cargo las 
tareas dentro del hogar es muy complicado. Tal vez uno trabajó en las tareas del hogar, se puso el 
sombrero y el delantalito durante una cantidad equis de años y el otro lo hizo después. Y ¿cómo se 
resuelve eso? Realmente, me parece un poco absurdo. 


Me parece que habría que afinar y trabajar nuevamente sobre la redacción de este artículo - 
que por supuesto no tengo en este momento- porque tal como está da lugar a una cantidad de 
elementos confusos. Como decía la escribana Ramos: supongan que me caso, no se me ocurre iniciar 
el juicio de divorcio, no pido la separación provisoria, no la detectan desde el inicio, y después pido la 
pensión de diez años cuando en realidad conviví uno, o dos o tres. Sin embargo solicito que me pasen 
la de diez años porque según establece la ley es desde que me casé hasta que la pedí. Insisto, creo 
que hay que afinar la redacción y trabajar nuevamente sobre ella. 


SEÑORA RAMOS.- Con relación a los alimentos a que se refería la señora Senadora, me parece que 
el tema está relacionado con el régimen. En este proyecto de ley se están introduciendo algunas 
modificaciones en materia de divorcio. Por ejemplo, al hombre se le otorga la posibilidad de pedir el 
divorcio por su sola voluntad; se han bajado los plazos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al cónyuge. 


SEÑORA RAMOS.- Así es, señor Presidente, se le da a ambos, la mujer ya lo podía hacer. En 
definitiva, se hicieron modificaciones al divorcio y cualquiera de las partes lo puede pedir. 


Pensando en el tema de los alimentos, decimos lo siguiente: no tenemos divorcios 
incausados, pero sí se realizaron algunas modificaciones. Para la redacción de la norma se asumió un 
determinado criterio. ¿Cuál? Tomar el mismo lineamiento que se adoptó para el caso de la unión 
concubinaria. Ahora bien, son cosas distintas, porque en la unión concubinaria hay convivencia. Este 
es un aspecto muy importante, dado que se puede llegar a dar alimentos a quien lo reclame, por el solo 
hecho de haber tenido un matrimonio formal, sin convivencia y haciendo cada uno su vida por otro 
lado; de ser así, no se habría constituido concubinato porque, en ese caso, no hubiesen tenido 
derecho. 


En fin, vuelvo al ejemplo de que se tengan relaciones esporádicas con terceras personas. 
¿Con qué criterios se contabilizan años? Se contabilizan años porque se supone que estuvieron 
compartiendo su vida con el otro, en un común esfuerzo. En este pensamiento, es lógico que el día de 
mañana se tenga derechos, y para ello se tomó el criterio -que podrá ser bueno o malo; no importa- de 
que fuera el mismo número de años que en el caso de la unión concubinaria. A este respecto, 
únicamente quiero alertar acerca de que pueden haber matrimonios que estén separados de hecho y 
que no compartan absolutamente nada, a los que, de acuerdo a la redacción de este artículo, les va a 
corresponder contabilizar esos años. 


Por otra parte, creo que aquí habría que contabilizar plazos. Si estamos hablando de un 
matrimonio que vivió cuarenta años juntos y a los sesenta se separa, no surgiría el problema que 
planteo. ¿Por qué? Porque si vivieron cuarenta años juntos y se separaron a los sesenta, la persona va 
a tener congruos por cuarenta años más. Se supone que hasta los cien no existiría el problema de 
salud o enfermedad que planteé. Ahora bien, pueden surgir otras situaciones. Pensemos, por ejemplo, 
en aquellas personas que se casaron en el entorno de los cincuenta; obviamente, no llegan a los 
plazos -que son fríos y tajantes- y tal vez tengan un problema de salud o quizás otros derivados de los 
muchos años. Creo que en estos casos no se debería contemplar solamente el elemento de tareas en 
común, sino también otros que he mencionado y que están fuertemente emparentados con el principio 
de solidaridad que debe existir entre dos personas que formaron un matrimonio. Todo esto va a estar 
sujeto a plazos, y me parece bien. 


Quisiera referirme a una sentencia de la Suprema Corte de Justicia que tiene que ver con lo 
que se establece en el artículo 183, con los plazos y con todo esto de lo que estamos hablando. Se 
trata del caso de dos personas con muy buenos recursos económicos que se divorciaron y luego de la 
división y partición de bienes quedaron con una cantidad de bienes muy importante. Resulta que 
dieciséis o diecisiete años después -no recuerdo bien- cuando el hombre tiene ochenta años de edad, 
la mujer, que no se había vuelto a casar, reclama alimentos y los congruos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Pero ya se habían divorciado? 


SEÑORA RAMOS.- Sí, por supuesto. Y este artículo apunta también a eso. Como decía, diecisiete 
años después la mujer plantea que el hombre le tiene que dar los congruos. La sentencia de la Corte 
contiene una disidencia muy interesante, creo que del doctor Gutiérrez; concretamente, se señala que, 
en realidad, el hombre ya tiene ochenta años y cuenta con una pensión muy reducida; a su vez, como 
todos sabemos, cuando se llega a determinada altura de la vida, los ingresos se reducen; la mujer, por 
su parte, seguía teniendo los bienes que había adquirido o gran parte de ellos -no lo recuerdo 
exactamente- y sin embargo tuvo esa actitud. Personalmente considero que debe buscarse un 
equilibrio en el sentido de hacer valer el principio de solidaridad sin consagrar determinadas cosas que, 
aclaro, a veces se dictan con la mejor buena voluntad; por ejemplo, uno puede pensar que, para el 
caso del matrimonio, un período de diez años es justo porque no es para siempre, es decir, ya no es 
como figuraba en el artículo 183, donde no se fijaban límites. Entonces uno piensa: “¡Qué bien! 
Pusieron un límite”. Pero cuando se dice “desde la celebración del matrimonio a la separación 
provisional”, debo advertir que detrás de eso puede haber una cantidad enorme de separaciones de 
hecho. Capaz que fueron doce años de casados, pero durante diez hubo una separación de hecho. 


Imagino que cuando se habla de las tareas dentro del hogar, debe querer decirse que si uno 
las estaba haciendo mientras el otro trabajaba, lo ideal es que se compense al que no tenía un empleo. 
Ahora bien, hay muchas otras cosas a tener en cuenta porque a determinada edad hay problemas de 


salud importantes; entonces, analizando cada caso concreto, deberíamos confiar más en los jueces y 
dejar que la Justicia decida. 


SEÑOR MOREIRA.- Mientras escuchaba a nuestras invitadas pensaba que ha habido un cambio 
sustancial respecto al matrimonio heterosexual; pasamos de un régimen en que el marido era el único 
obligado a prestar la pensión para la congrua y decente sustentación, a otro muy distinto: ahora puede 
ser cualquiera de los dos y el marido puede reclamarle a su mujer. Me parece que en función de la 
óptica de los homosexuales, estamos cambiando la orientación en el sentido de que ahora estamos en 
pie de igualdad para pedir. 


SEÑORA RAMOS.- Quiero ser muy honesta. En el libro que escribimos con la doctora Rivero -un texto 
para la facultad, que nuestros alumnos utilizan- nos referimos a esta norma que era solo a favor de la 
mujer y planteamos nuestro pensamiento al respecto. En realidad, la mujer ha avanzado mucho, 
aunque quizá todavía no esté al mismo nivel que el hombre. Muchas veces en la práctica se ven casos 
en los que la mujer es una verdadera hiedra -la doctora Rivero utiliza esa expresión- se impone, y 
como mujer, creo que eso tampoco corresponde. Entonces, más allá de este tipo de matrimonio y de la 
discusión que estamos entablando, tal vez haya llegado el momento de pensar en los auxilios 
recíprocos que suelen basarse en el principio de solidaridad entre los cónyuges. Por nuestra parte, 
más allá de este proyecto de ley, ya pensábamos -y lo hemos dicho con anterioridad- que en materia 
de alimentos el artículo 183 requería un cambio. En definitiva, está bien que se plantee el tema de los 
alimentos, pero hay que tener en cuenta los criterios. 


Otro tema que quería mencionar se relaciona con la tensión que podría haber entre los 
artículos 217 y 219, y agrego lo que se ha planteado respecto al artículo 214. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sugerí el término “tensión” para que no hubiera conflicto en la Comisión. 


SEÑORA RAMOS..- Con relación al artículo 214 y al planteo que se realizó, digo lo siguiente. Se utiliza 
la presunción como elemento -en lo personal pienso que no debería hacerse- y eso nos lleva a 
determinados problemas. ¿Por qué empecé diciendo que compartía las palabras dichas el 22 de 
agosto del año pasado por el doctor Ramírez y la doctora Calvo? Porque ambos señalaron la 
necesidad de que antes se tratara la Ley de Reproducción Asistida. Aquí se está planteando un 
problema de estos. Pongo el ejemplo de dos mujeres que están en pareja, una de ellas tiene relaciones 
con un hombre y queda embarazada; ¿en qué situación estaría? Cuando comencé a hablar dije que 
algunos no saben Derecho y otros estamos tratando de superarnos; de cualquier manera, sin duda, 
estamos ante un proyecto de ley nuevo que genera ciertos cuestionamientos válidos. En el primer 
inciso del artículo 214 se dice “Viviendo los cónyuges de consuno,” -perfectamente podemos estar ante 
la situación de que ambos cónyuges sean mujeres- “y sin perjuicio de la prueba en contrario, la ley 
considera al otro cónyuge,” -la otra mujer- “jurídicamente progenitor de la criatura concebida por su 
esposa durante el matrimonio”. Tenemos esta situación. Se me podrá recordar que el tercer inciso 
establece: “Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior, las personas que están imposibilitadas 
biológicamente entre sí para la concepción y antes de la fecundación del óvulo ambos acepten 
(concibiente y no concibiente) bajo acuerdo expreso y escrito ser progenitores jurídicos del hijo 
matrimonial.” Entonces, hicieron el acuerdo antes de la fecundación, pero, ¿qué pasaría en el 
supuesto caso en que no se hubiese aplicado las técnicas de reproducción asistida, sino que -admito 
que esto no será muy frecuente- la mujer hubiese quedado embarazada fruto de su relación con un 
hombre”? Eventualmente esta situación podría plantearse, y quizás también podría existir un engaño, 
porque una de las cónyuges puede pensar que a su compañera se le aplicaron las técnicas de 
reproducción asistida, pero en realidad eso no se hizo. Por esta razón comencé diciendo que, a mi 
juicio, primero deberían considerarse las otras normas. Además, incluso en la propia fecundación por 
técnicas de reproducción asistida, no podríamos descartar que no haya ninguna hipótesis por la cual 
también pudiera generarse un engaño. Entonces, ¿cómo operaría el engaño en ese acuerdo? 
Personalmente advierto que por este acuerdo se está renunciando a la posibilidad de impugnación; 
ahora bien, justamente en esa posibilidad, en su base, está el derecho a la libertad. Quizás este 
razonamiento pueda aplicarse a pocos casos -esperemos que así sea- pero lo planteo porque podría 


llevar a situaciones dudosas. A veces, en aras de la igualdad -no lo digo solo por este caso- se puede 
renunciar a la libertad, y ésta es un valor muy importante. 


SEÑORA RIVERO.- En lo personal, considero que el tema vinculado a los artículos 217 y 219 no es 
tan dramático. Si el juez tiene que resolver, evidentemente lo hará por lo que establece el artículo 219, 
vinculado al derecho a la identidad. Siempre que haya una tensión, contradicción, o como se lo quiera 
plantear, el juez va a fallar a favor del derecho a la identidad porque es un derecho constitucional. En 
consecuencia, reitero que el problema de las tensiones no es tan grave. 


SEÑORA RAMOS.- Simplemente agrego que esta tensión tiene una relación directa con un problema 
real. El derecho a la identidad está instalado, y el problema de la identidad está instalado aquí, pero 
también en las técnicas de reproducción asistida, dada la cuestión de la identidad del donante. 


Por último, insisto en que a mi modo de ver sí se plantea una tensión entre los artículos 217 y 
219, porque en el primero no se habla de casos de personas, sino de “casos”, y esta palabra da para 
pensar. Obviamente, en el artículo 219 se dispone que el hijo tiene la acción, pero en el artículo 217, en 
los casos en que hubo pactos habrá juicios. Por lo tanto, pienso que si todavía estamos a tiempo, sería 
bueno aclararlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los aportes de nuestras invitadas han sido realmente importantes y desde ya 
les pedimos que nos hagan llegar las modificaciones que entiendan convenientes para los artículos 9 y 
14. 


SEÑORA RAMOS.- Vamos a enviarles un informe. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quizás no entendí bien, pero siento que las invitadas no han contestado una 
pregunta expresa que hice en el sentido de si la eliminación de la frase “el hijo o los herederos de uno 
u otro” del artículo 217, no subsanaba el problema. 


SEÑORA RAMOS.- Tenía pensado contestarle pero me pareció que los tiempos no eran suficientes. 


Lo que sucede es que el artículo 217 está en el Código Civil y la reforma se hizo en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia. Este artículo nos anuncia quiénes van a tener la acción y, en este caso, 
el anuncio es bastante complicado porque dice que ciertas personas, en tal situación, lo tienen y que 
quienes están en tal otra, no. Entonces, al afirmar que estos otros no lo tienen porque hicieron el pacto, 
están incluyendo al niño. El problema es cómo lo moderamos, y la verdad es que me gustaría pensarlo 
un poco. Lo que el señor Senador plantea es acertado, pero no se resuelve simplemente con la 
eliminación de la frase, ya que se generaría otro problema con el pacto que se plantea en el artículo 
214. Hay que tener en cuenta que si se elimina esta frase, se daría a entender que todos lo tienen. 


SEÑOR ROSADILLA.- Mi planteo va en el sentido de establecer dos circunstancias diferentes, una de 
ellas para los cónyuges no concibientes en el artículo 217, eliminando toda relación a los hijos o a los 
herederos, dejando para ellos el régimen establecido en el artículo 219. Me parece que son dos 
artículos que atañen a actores diferentes; uno, al cónyuge no concibiente, y el otro, a los hijos y 
herederos, que tienen regímenes distintos. De esta forma, quienes hayan hecho un acuerdo expreso y 
escrito no podrán reclamar, y los demás podrán hacerlo en cualquier situación. 


SEÑORA RAMOS..- Me parece que hay que pensarlo. Todos los años les decimos a nuestros alumnos 
que en el Derecho de Familia no hay cosa más compleja que todo lo relativo a la filiación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a nuestras invitadas su aporte. 


(Se retiran de Sala las representantes de la Cátedra de Derecho de Familia de la Universidad 
Católica del Uruguay.) 


-Continuamos con la sesión. 


Si no hay objeciones, aprobamos el Código General del Proceso, tal como vino de la Cámara 
de Diputados, con las modificaciones que figuran en el repartido presentado por el señor Senador 
Pasquet, a quien proponemos como miembro informante. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera informar muy brevemente, a los solos efectos de que conste en la 
versión taquigráfica. 


El criterio con el que me manejé fue el acordado por la Comisión, de reducir las 
modificaciones al mínimo absolutamente indispensable. Incluso, la intención era de no introducir 
ninguna modificación -si así fuera posible- para aprobarlo a la brevedad. 


El principal escollo con el que tropezamos fue la redacción aprobada por la Cámara de 
Representantes, respecto a una de las disposiciones del proyecto de ley atinente a la forma en que 
habrían de comparecer en el proceso los menores de edad. Esas modificaciones fueron de tal 
naturaleza que consideramos necesario consultar al Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, porque la 
redacción proveniente de la Cámara de Representantes no era la misma que la del anteproyecto 
original elaborado con el acuerdo del Instituto y la Corte. 


Como recordarán, el Instituto de Derecho Procesal vino a la Comisión representado por el 
doctor Abal y el doctor Varela Méndez, quienes propusieron establecer la redacción originaria -que hoy 
está vigente- del Código General del Proceso. Este fue el elemento más importante tenido en cuenta, y 
en función de esta propuesta introdujimos la modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué artículo está haciendo referencia? 


SEÑOR PASQUET.- Se trata del artículo 32.2. Lo que se hizo fue restablecer la redacción que 
actualmente está vigente. En el resto de las disposiciones lo que se hizo fue un ajuste de redacción, 
agregando o eliminando una coma, introduciendo una conjunción que faltaba; es decir, son ajustes de 
redacción absolutamente mínimos. 


Tal vez algo más que un mero ajuste de redacción, fueron dos propuestas realizadas por la 
Suprema Corta de Justicia en su anterior integración. Una de ellas señalaba que en algún texto que 
dijera “Derecho”, habría que agregar, “Derecho Positivo”, lo que no causa ninguna dificultad. Según la 
otra propuesta, relativa a la forma en que deberían hacerse las publicaciones, se señaló que, en vez de 
exigirse acumulativamente El Diario Oficial, un periódico local y la publicación en la red informática del 
Poder Judicial, cuando se tratara de personas sin recursos, que litigan asistidas por la Defensoría de 
Oficio y el Consultorio Jurídico, se permita sustituir la publicación en un medio local por la publicación 
en la red informática del Poder Judicial; esto es para facilitar la gestión. Estas son las modificaciones 
de mayor importancia; el resto es meramente de redacción. 


Por supuesto que habría otras disposiciones que si nos ponemos a mirar con lupa podrían 
justificar que discutiésemos si lo que se hizo fue la mejor redacción posible o habría que hacer otras 
modificaciones, pero me pareció que había que prescindir de eso en pro de la celeridad del trámite. Así 
pues, procuré atenerme a lo que entendía era lo más claro y evidente, y evitar modificar aquello que 
fuera opinable o discutible. 


Por estas razones, las modificaciones propuestas son muy pocas. Reitero, lo sustancial es el 
artículo 32.2 ya que se trataría de algo de concepto, y estamos a lo que propone el Instituto Uruguayo 
de Derecho Procesal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos con las 
modificaciones propuestas. 


(Se votan:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Hay una propuesta para que el señor Senador Pasquet sea el miembro informante. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


(Ingresan a Sala los representantes de la Universidad de Montevideo y de la Universidad 
Católica.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación recibe al Decano de la Facultad de Derecho, de 
la Universidad de Montevideo, doctor Nicolás Etcheverry, al profesor doctor Santiago Altieri, al profesor 
doctor Walter Howard y a la Catedrática de Derecho Sucesorio y Derecho de Familia de la Universidad 
Católica, doctora Emma Carozzi. 


Les pedimos disculpas por la demora. La idea es que las dos delegaciones hagan una breve 
exposición y luego comencemos con las preguntas. 


Tiene la palabra el doctor Etcheverry. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Muchas gracias por recibirmos en la tarde de hoy; es un honor poder 
intercambiar ideas. Quiero dejar sentado que hemos venido aquí no para cumplir con una mera 
formalidad sino que lo hacemos para intercambiar ideas y buscar la manera de que los proyectos de 
ley y las legislaciones sean mejoradas para así mejorar al país. En ese sentido, espero que esto no sea 
simplemente un “hagamos como que escuchamos y nosotros hacemos como que nos desahogamos”, 
sino que contribuya a tener un diálogo más fructífero. 


Básicamente, me voy a referir a los aspectos más genéricos del proyecto de ley y, si se 
quiere, más filosóficos, para luego darles la palabra a los doctores Howard y Altieri para referirse a los 
aspectos más técnicos y específicos. 


Antes que nada, quiero decirles que este no es un proyecto de ley más, es un proyecto en el 
que están en juego muchas cosas como, por ejemplo, un cambio importante en lo que tiene que ver 
tanto con la institución matrimonio como con la institución adopción de niños. Por esta razón, lo primero 
que queremos destacar es que nuestro objetivo no es el de venir a atacar, en este caso, las libertades 
y los derechos de otras personas a tener uniones del tipo que sea, sino a defender la institución del 
matrimonio y, como se dice, a contemplar el derecho del niño de forma que brinde lo mejor para él. 


Muchas veces se dice que las palabras son linternas que iluminan pero también son espejos, 
porque a partir de ellas se refleja toda una nueva etapa. Con las palabras, no solo pretendemos hablar 
por hablar sino definir esencias y este, precisamente, es el tema básico de mi exposición. 


Lo que pretendemos aquí es defender la palabra “matrimonio” y que se busquen otras 
denominaciones para lo que, evidentemente, es distinto. ¿Por qué? Porque si bien, por un lado, está 
muy bien buscar la igualdad, también es muy bueno que quienes buscan la diferencia y la encuentran, 
mantengan la coherente actitud de decir que, como son diferentes, los tratamientos también tienen que 
ser diferentes. ¿Por qué digo esto? Porque si hay algo que aprendí en mis años de estudio de Derecho 
es que la Justicia es tratar de manera igual a los iguales y de forma desigual a los desiguales, concepto 
que se remonta a la época de los griegos. Si empezamos a cruzar los cables y a tratar de manera igual 
a los desiguales y en forma desigual a los iguales, tenemos un problema, sobre todo cuando está en 


juego un cambio en la realidad que maneja el país y, diría, en la naturaleza de las cosas. Cuando digo 
esto me estoy refiriendo a la naturaleza externa a nosotros -como el tiempo, las abejitas, la lluvia y las 
plantitas- y a la naturaleza humana. En lo personal, creo que tenemos una naturaleza tanto externa 
como interna que debemos respetar porque ¡vaya si sobran ejemplos de ataques a la naturaleza 
externa e interna que, a la corta o a la larga, se pagan! ¡Vaya que hemos tenido casos en los que quien 
se opone a la realidad y hace como el avestruz que mete la cabeza en un pozo y la niega, a la corta o 
a la larga esa realidad golpeará la puerta y puede ser que le diga durante un tiempo: “no puedo, vení 
más tarde”, pero a la larga la realidad no le va a golpear la puerta, sino que la derribará de una patada 
y se instalará dentro! Esto sucede a nivel interno, grupal, institucional, de empresas y hasta de países. 
Si hay algo que debemos tener presente es cuidar la realidad y no negarla. 


Como decía, el tema básico es la defensa de lo que debe entenderse por “matrimonio” y lo 
que debe entenderse por los derechos más legítimos del niño. ¿Por qué? Porque si empezamos a 
llamar a las cosas de cualquier manera, todo sirve. 


Ustedes son representantes de distintas corrientes políticas que conforman partidos políticos 
y si mañana una ONG o un sindicato quisiera -con la mejor buena intención- pasar a llamarse “partido 
político”, estoy seguro que ustedes mismos serían los primeros en decir: “Momentito, hay reglas de 
juego para ser partido político y reglas de juego para no serlo”. Si mañana una casa de cambio 
decidiera transformarse en un banco, también habría que decirle: “Señores, cuidado, para ser banco se 
necesitan requisitos; no cualquier cosa se transforma en banco, por mejor buena voluntad, afectos y 
entusiasmo que haya”. En el caso del matrimonio creo que ocurre lo mismo: si mañana empezamos a 
llamar a todo “matrimonio”, nada sería matrimonio; si mañana empezamos a llamar a todo “partido 
político”, nada terminará siendo partido político. 


Con respecto al derecho del niño -con esto voy finalizando mi exposición- quiero decir que la 
adopción está regulada y apunta a contemplar de la manera más eficaz y sana posible el interés más 
preponderante del niño y no de las parejas o de las personas que quieran adoptarlo. El niño no puede 
transformarse en un objeto, en algo cosificado, que una persona tiene derecho a adoptar como quien 
compra un televisor de equis pulgadas. Creo que hay que tener en cuenta cuáles son las mejores 
condiciones del niño a la hora de la adopción y no los intereses legítimos y muy bien intencionados -por 
supuesto- que puede haber de parte de las personas que lo adoptan. Para ello hay estadísticas que 
demuestran cuáles son los resultados de unas y otras adopciones. 


Hasta aquí mi exposición sobre la parte genérica. Les reitero mi agradecimiento y 
exhortación a tener en cuenta que lo que está en juego aquí no es un proyecto de ley cualquiera, sino 
un proyecto en el que podemos invertir los papeles y empezar a tratar de manera igual lo desigual o de 
manera desigual lo que es igual. 


SEÑOR ALTIERI.- Buenas tardes. Quisiera entregar a los señores Senadores un ejemplar del material 
que preparé para que puedan ir viendo lo que voy a tratar en mi exposición. 


Deseo entrar en un tema muy práctico y muy pragmático. Lo que voy a mencionar refiere a 
un estudio de investigación muy reciente, el más grande y extenso que se ha hecho sobre los efectos 
que tiene en la educación de los hijos, y en general en el desarrollo psico-social del niño, el haber sido 
criados en ocho conjuntos distintos de esquemas o estructuras familiares. 


Dentro de esos esquemas se estudiaron la familia biológica; la familia homosexual, 
conformada por madres lesbianas o padres homosexuales, y también se estudiaron los casos de 
padres separados, divorciados y viudos. En fin, se hicieron ocho estructuras y a partir de ellas se hizo 
un estudio sobre cuáles son las consecuencias de haber sido criado en uno u otro tipo de ambiente 
familiar. 


El objetivo de mi exposición es aportar datos científicos basados en una muy reciente 
investigación realizada en Estados Unidos por el profesor Regnerus. En ella se demuestra que desde 
el punto de vista estadístico, los niños que han sido criados por sus padres biológicos son los que 


tienen el ambiente más propicio para su desarrollo psico-social, mientras que los criados por parejas 
homosexuales son los que estadísticamente muestran los índices más negativos. 


Esta exposición está basada en un trabajo hecho por el economista Alejandro Cid, quien 
fuera Premio Nacional de Medicina en Uruguay en 2010 y recibiera una Mención especial de ese 
mismo premio en 2011. 


Previo a este trabajo científico realizado por un profesor americano se realizaron otros. Uno 
de ellos -y muy importante- fue realizado en 2001 acerca de las orientaciones sexuales de las madres y 
padres y su efecto sobre los hijos. Fue publicado por la American Sociological Review y señalaba que 
“las distintas orientaciones sexuales de las madres/padres no afectan el comportamiento y resultados 
de los hijos”. 


En 2005, en otro importante trabajo realizado por la APA -American Psychologial Association- 
se reseñan 59 estudios publicados y se establece que los niños que crecieron en hogares de padres 
homosexuales no tienen ninguna diferencia respecto a los niños criados en hogares heterosexuales. 


En 2012, un profesor se dedicó a estudiar cómo se habían hecho esos estudios e hizo una 
crítica al artículo publicado por la APA en la que concluye que “las afirmaciones de APA a favor de que 
no hay diferencia entre los niños de hogares homosexuales y aquellos que provienen de hogares con 
ambos padres biológicos, no tienen ninguna garantía científica”. Al mismo tiempo, señala los errores 
que el trabajo tenía desde el punto de vista metodológico. Por ejemplo, indica que algunos estudios 
citados por la APA provienen de homosexuales que se autoeligen para responder encuestas; algunos 
trabajos provienen de encuestas hechas a muy pocas personas -30 o 40 personas-; en otros casos, los 
homosexuales encuestados son solo los de nivel económico elevado y de zonas urbanas, y algunos 
estudios se limitaban a estudiar solo un par de efectos sobre el rendimiento académico, pero no del 
resto de los efectos. 


Es así que el profesor Regnerus de la Universidad de Texas realiza un nuevo trabajo 
encuestando una mayor cantidad de personas. Ese trabajo científico fue realizado en el año 2012 y 
publicado en la revista Social Science Research, una de las mejores quince a nivel mundial en 
Sociología. 


El tema del trabajo es un estudio comparativo de 2.988 jóvenes adultos entre 18 y 39 años 
que han sido criados por ocho tipos de estructuras familiares distintas -hogares con ambos padres 
biológicos, con padre homosexual, con madre lesbiana, adoptado, divorciados, vueltos a casar, madres 
solteras, etcétera-; esta es la última evidencia empírica científica acerca del impacto de las uniones 
homosexuales sobre los hijos que crecieron en esas uniones. 


Las innovaciones de esta investigación son las siguientes: se trata de una muestra muy 
grande y aleatoria, representativa de la población total de Estados Unidos; se encuesta a jóvenes o 
adultos, no solamente a los padres homosexuales, que era lo que había ocurrido en las anteriores 
encuestas; es la primera vez que se estudian cuarenta variables sociales, emocionales y relacionales. 
En los anteriores trabajos sólo se estudiaban algunos efectos académicos sobre los niños. 


El aporte realizado por este trabajo es que hasta la realización de esta investigación se solía 
sostener que no había diferencias entre los hijos que crecieron en hogares de uniones homosexuales 
respecto a aquellos niños que crecieron en hogares con ambos padres biológicos. El trabajo revela 
numerosas y consistentes diferencias. 


En resumen, los hijos criados en hogares de parejas homosexuales presentan peores 
resultados sociales, emocionales y relacionales. 


A su vez, el trabajo mide las diferencias en cuarenta variables entre las ocho estructuras 
familiares. 


En la siguiente página del repartido que he entregado a los señores Senadores aparecen los 
resultados. En ellos se ve que en todos los casos, en las tres columnas -refieren a familia biológica 
intacta, madre lesbiana y padre homosexual- y en todas las variables, la familia biológica es la mejor 
evaluada, la de la madre lesbiana es la peor, y la del padre homosexual es mejor que la de la madre 
lesbiana. 


Cabe destacar que este trabajo también ha sido financiado por ONGs de homosexuales 
porque ellos mismos querían saber cuál era la realidad. No se trata de un trabajo hecho por una 
institución católica que quiere probar algo con respecto a los homosexuales; no, no es así. Es un 
trabajo independiente hecho con el mayor rigor científico. 


De esta tabla que adjunto en el repartido se desprende que el 65% de los hijos que crecieron 
con madres/padres homosexuales recibían asistencia del gobierno, frente al 17% en el caso de los 
hogares con ambos padres biológicos. O sea que el peso que representa para el Estado un hijo que 
crece en una pareja de homosexuales es muchísimo mayor que en el caso de los padres biológicos. 


En cuanto a la participación en el mercado laboral, es mejor en el caso de hijos de hogares 
con ambos padres biológicos. En ese caso el desempleo es del 8%, frente a un 28% en el caso de las 
madres lesbianas, y de un 20% en el de los padres homosexuales. 


Los abusos sexuales son clarísimos. En la variable que refiere a si alguna vez ha sido tocado 
sexualmente por un adulto, en el caso de la familia biológica el porcentaje es del 2%, mientras que en 
familias de lesbianas es del 23%, y de un 6% en el caso de padres homosexuales. Esto muestra que 
los abusos son muchos más en los casos de madres lesbianas o padres homosexuales. En el caso de 
las lesbianas esta situación es clarísima. 


En cuanto a los comportamientos riesgosos y delictivos, están asociados en mayor medida a 
haber crecido en hogares de parejas homosexuales. Si comparamos a los hijos que han crecido con 
ambos padres biológicos -no solo con respecto a los hogares de madres lesbianas o padres 
homosexuales, sino también con relación a todas las estructuras de hogares- se observa que los 
mejores resultados se dan nuevamente en los hijos que han crecido en hogares con ambos padres 
biológicos. 


Para finalizar quiero decir que arribamos a las siguientes conclusiones: en los últimos diez 
años se afirmaba que el efecto de las orientaciones sexuales sobre madres y padres sobre los hijos 
sugería que no existían diferencias entre los hijos que crecían en hogares de madres o padres 
homosexuales respecto a las otras estructuras de hogares. Sin embargo, los resultados de esta 
reciente investigación sometida a revisión de pares científicos, publicada en 2012 documentan 
numerosas y consistentes diferencias entre los hoy jóvenes adultos provenientes de distintas 
estructuras de hogares. 


Los peores resultados en variables de logros académicos, conductas riesgosas, 
relacionamientos y comportamiento emocional se observan en los hijos que fueron criados con padres 
o madres homosexuales. 


Ese era el aporte que quería realizar para tener un dato estadístico científico. 
Muchas gracias. 


SEÑOR HOWARD.- En primer lugar, quiero decir que ratifico lo que han dicho quienes me 
antecedieron en el uso de la palabra. Además, a lo que voy a decir a continuación es necesario agregar 
lo que dije en su oportunidad en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes en 2012. 


En lo personal, voy a hablar especificamente sobre aspectos técnicos del proyecto de ley 
que ha sido aprobado por la Cámara de Representantes y que, a mi modo de ver, contiene 


innumerables errores. 


Digo esto porque el proyecto de ley pretende modificar lo que son las causales de divorcio o 
de separación de cuerpos y de divorcio en el artículo 5”. En el primer ordinal de ese artículo el proyecto 
de ley -al igual que hace nuestro Código Civil actual- se refiere al adulterio de cualquiera de los 
cónyuges como causal de divorcio. Ahora bien: en este proyecto de ley se trata de definir el concepto 
de adulterio como haber mantenido relaciones sexuales fuera del matrimonio con personas del mismo 
O diferente sexo. 


Hasta hoy nuestro ordenamiento jurídico carecía de una definición de adulterio y eran los 
Jueces quienes solían dar una definición de esta causal de divorcio. A partir de la Ley N* 18.246 de 
Unión Concubinaria se establece que el deber de fidelidad que impone el matrimonio solo existe en 
tanto haya convivencia. Por ende, también sería requisito para que opere la causal de adulterio que 
existiera convivencia cuando alguno de los cónyuges tiene las relaciones extramatrimoniales. No 
obstante, esta definición que se pretende dar con este proyecto de ley es absolutamente insuficiente o 
incompleta. ¿Por qué? Porque se preocupa de que se considere que hay adulterio tanto en las 
relaciones heterosexuales u homosexuales, pero olvida varios elementos que deben existir para 
constituir esa figura. 


En primer lugar, la definición que se pretende dar no exige voluntariedad en la relación 
sexual. Es sabido que la falta de voluntad -por ejemplo mantener relaciones extra matrimoniales con 
hipnosis o por violación- no hace incurrir en adulterio. 


Esta disposición tampoco alude a la existencia de convivencia matrimonial. Hoy en día para 
que tengamos adulterio necesitamos que haya convivencia matrimonial porque si los cónyuges están 
separados de hecho, no existe la figura del adulterio. 


En tercer término, tampoco se exige que la relación sexual sea consumada, lo cual para la 
doctrina es otro elemento que configura esta causal. 


Y, por último, el proyecto de ley alude a que las relaciones sean con personas del mismo o 
diferente sexo. Al hacer una referencia en plural podría llevarse a pensar cuando es por todos 
entendido que una sola relación extramatrimonial ya nos hace incurrir en la causal de adulterio. 


En realidad, lo más adecuado sería que el Legislador uruguayo no tratara de definir lo que es 
el adulterio y se dejara, como hasta ahora, a lo que consideren los Jueces. 


De todas maneras, no existe riesgo alguno de que las relaciones extra pareja de un miembro 
de una pareja homosexual no sea causal de divorcio porque si bien pueden no caer dentro del 
concepto de adulterio si mantuviéramos el concepto hasta hoy existente, igualmente caerían dentro de 
la causal residual que es la de injurias que se sanciona con el divorcio o permite solicitarlo por 
cualquier apartamiento de los deberes conyugales. Por ende, considero que no es lo más adecuando 
que el Legislador trate de definir el adulterio, menos con estas palabras que son absolutamente 
incompletas. 


Por otro lado, creo que hay que ser sumamente cuidadoso cuando se pretende modificar el 
Código Civil. Pero, precisamente, cuando se le quiere dar nueva redacción a algunos artículos, estimo 
que si esas disposiciones tienen errores en su redacción originaria, deben procurar ser despejados. 


O sea, si se quiere modificar el artículo 148 del Código Civil que establece las causales de 
divorcio, se deben arreglar aquellas que están mal formuladas. Personalmente creo que hay dos -que 
no tienen que ver, estrictamente, con el matrimonio homosexual- y que son la del ordinal 3%, que tiene 
que ver con la causal de injurias y la del ordinal 5%, a la que luego me voy a referir. 


¿Por qué la causal del ordinal 3%? Porque existe concordancia en toda la doctrina en cuanto 
a que si bien el codificador ha dicho que las causales de sevicias e injurias serán apreciadas por el 


Juez teniendo en cuenta la educación y condición del cónyuge agraviado -o sea, del cónyuge que sufre 
las injurias- en realidad, lo que debemos tener en cuenta no es solo la condición del cónyuge agraviado 
sino también la del cónyuge agraviante. Por eso no creo que sea mala oportunidad modificar este 
artículo del Código Civil y considerar que estas causales serán apreciadas por el Juez, teniendo en 
cuenta la educación y condición de ambos cónyuges o de los cónyuges. 


Y el ordinal 5%, que refiere al intento o admisibilidad de la prostitución de los hijos, creo que 
también debió aludir a los hijos propios del otro cónyuge. ¿Por qué? Por la frecuencia que tienen en la 
actualidad las familias ensambladas. La redacción adecuada sería que también se admite como causal 
de divorcio, el conato o intento de cualquiera de los cónyuges para prostituir a sus hijos, a los del otro 
integrante de la pareja o a los menores a cargo y por la connivencia en la prostitución de aquellos. 


Por lo tanto, si una persona prostituye a sus hijos, a los menores que tiene a cargo, o intenta 
prostituir a los hijos del otro, constituirá causal de divorcio. 


Cambiando de aspecto, creo que también se cometen errores en el artículo 9”, que refiere a 
las pensiones alimenticias entre cónyuges separados de cuerpos y también es aplicable a los 
cónyuges divorciados. 


En primer lugar, el precepto tiene dificultades de redacción puesto que está situado en 
materia de separación de cuerpos y refiere a excónyuges cuando todos sabemos que en la separación 
de cuerpos aún se mantiene vigente el matrimonio. El Código Civil realiza toda su regulación en 
separación de cuerpos y luego existe un artículo, el 189, que remite, precisamente, a esas 
disposiciones de separación de cuerpos para aplicarlas al divorcio. El artículo 183 está aplicado a 
separación de cuerpos y, por ende, se debe hablar de cónyuges porque todavía no hay divorcio. Este 
es un aspecto formal, pero creo que tiene su trascendencia. 


Ahora bien, para que nazca la pensión alimenticia a favor de cualquiera de los cónyuges -la 
ley equipara la situación del hombre y de la mujer- la ley exige diez años de matrimonio. El proyecto de 
ley le quita a la mujer divorciada un beneficio que tenía con exclusividad y del que carecía en los 
mismos términos el hombre, puesto que no tenía derecho a una pensión congrua. Si bien es verdad 
que era un privilegio que tenía la mujer divorciada que cada vez tenía una menor justificación, 
igualmente había hipótesis en las cuales los Jueces establecían esta pensión congrua del artículo 183. 
¿En qué hipótesis? En aquellas en que la situación era similar a la que existía en 1869 cuando empezó 
a regir el Código Civil. Por ejemplo, una mujer con un largo matrimonio que durante toda la vigencia del 
vínculo se dedicó al cuidado del hogar. Por ende, no podemos pretender que una mujer que tiene 50, 
60 o más años, se divorcie y salga a buscar trabajo. Entonces, es totalmente lógico que para esos 
casos se estableciera, como se hace en general, una pensión alimenticia. Bueno; el codificador exige 
ahora 10 años de matrimonio; si bien hay una excepción para la cual exige un año, es bastante 
confusa porque hay que probar plenamente -dice la ley- qué conyugue se dedica a las tareas de hogar, 
lo que no siempre es fácil. 


De todas maneras, el artículo 183 que se proyecta, tiene algunas previsiones muy ventajosas 
o convenientes para el derecho actual. Por ejemplo, el proyecto de ley fija un tiempo de duración de la 
pensión: el mismo tiempo que duró el vínculo matrimonial. No es como ahora que ante un vínculo 
matrimonial de cinco años puede existir una pensión alimenticia durante 30 años. Se establece un 
límite: tanto duró el vínculo matrimonial, tanto va a durar la pensión. No obstante, este precepto que 
estoy citando tiene una ventaja pero también una contradicción muy infantil -a la que me voy a referir- y 
una desaparición del artículo. 


La ventaja es que se establece como causal de extinción de la pensión alimenticia que el 
beneficiario pase a vivir en concubinato, y el proyecto agrega: “sea éste declarado o no judicialmente”. 
O sea, si el hombre o la mujer que está recibiendo una pensión -generalmente la mujer- pasa a vivir en 
concubinato, se extingue ese beneficio, sin importar que ese concubinato sea o no declarado 
judicialmente. Actualmente, el artículo 194 exige que sea declarado judicialmente. 


Decía que hay una contradicción y paso a explicarla. Si bien en la redacción proyectada del 
artículo 183 se dice que se extingue la pensión alimenticia si el beneficiario pasa a vivir en concubinato 
sea declarado o no judicialmente, el artículo 194 -que indica cómo cesa la pensión alimenticia del 
artículo 183- establece que para que ocurra el cese de dicha pensión debe haber vida en unión 
concubinaria declarada judicialmente. Consecuentemente, hay una contradicción que, por supuesto, es 
indispensable solucionar. A mi modo de ver, el artículo 194 debe tener la siguiente redacción: “Cesan 
las obligaciones alimentarias que se imponen a los cónyuges o excónyuges si el beneficiario contrae 
nuevas nupcias o vive en concubinato”, sin importar si fue declarado o no judicialmente. Esta redacción 
que propongo, que se funda en que existan nuevos obligados a prestar alimentos, tiene varias ventajas 
respecto a lo que es el Código Civil en la actualidad y a lo que se prevé en el proyecto de ley dado que, 
en primer lugar, no solo alcanza a los alimentos con base en el artículo 183 -o sea, para los cónyuges 
separados de cuerpos o divorciados- sino también a los que se fijan con base en los artículos 127 y 
129 del Código Civil, que refieren a los casados pero separados de hecho. En segundo lugar, la 
extinción es tanto para los que la doctrina llama “alimentos congruos” -que son los del actual inciso 
primero del artículo 183- como para los denominados “necesarios”, o sea, para aquel cónyuge que está 
en la indigencia. La tercera gran ventaja que tiene esta proposición que realizo es que deja de lado la 
distinción entre concubinato declarado judicialmente y concubinato sin declarar. 


Por último, con respecto al artículo 183, quiero que los señores Senadores sean conscientes 
de que se ha excluido una causal de desaparición de la pensión alimenticia: la vida desarreglada. O 
sea, hasta hoy, los alimentos a favor de la mujer que tiene derecho a una pensión alimenticia cesan si 
ella lleva una vida desarreglada, concepto que, por supuesto, es muy abierto e, indudablemente, ha 
cambiado en el tiempo, pero creo que hoy se puede vincular perfectamente con el alcoholismo, la 
drogadicción, etcétera. 


A mi modo de ver, la mejor redacción para asumir la obligación alimentaria entre cónyuges o 
excónyuges es la que establece el artículo 3% de la Ley N* 18.246 de Unión Concubinaria y tiene que 
ver con que la pensión será procedente “siempre que resulte necesario para la subsistencia de alguno 
de los concubinos” y su extensión temporal no podrá ser mayor al tiempo de convivencia. Me parece 
que es la opción que tendría que tomar el Legislador. 


Pasando a otro tema, me voy a referir a los aspectos vinculados al divorcio por sola voluntad. 
El artículo 187 proyectado contenido en el artículo 10 del proyecto de ley admite una especie de 
divorcio -que existe en el Derecho Comparado, en Italia y en España- llamado “exprés o veloz”. ¿En 
qué consiste el divorcio exprés o veloz, según el proyecto de ley? En tres audiencias, a los 120 días de 
pedido un divorcio, se disolvería el matrimonio. Sinceramente no sé qué pueden pensar los jueces 
respecto a que en cuatro meses deban tener tres audiencias referidas a un mismo caso, aunque me 
parece correcto si se puede lograr en tan breve plazo la disolución del vínculo matrimonial. Sin 
embargo, me resulta paradójico que si existe esa especie de divorcio, se mantengan las otras. Nadie 
se va a divorciar por riñas y disputas, por adulterio, por separación probada de tres años, si para lograr 
el divorcio se tienen que llevar testigos, se deben celebrar audiencias que duran mucho tiempo, 
etcétera, cuando va a existir ese divorcio exprés o veloz. En realidad, puede haber una justificación, 
que es la de que el cónyuge afectado por la conducta del otro pueda reclamar daños y perjuicios en 
virtud del apartamiento de los deberes conyugales, pero sinceramente no creo que se pueda mantener 
el divorcio por causal como un proceso ordinario con ciertas peculiaridades cuando va a existir este 
proceso muy breve para divorciarse. 


En lo que hace a otros aspectos, el artículo 11 del proyecto de ley a mi modo de ver comete 
una omisión o, mejor dicho, una mala derogación. ¿Por qué? Porque excluye incomprensiblemente de 
la redacción actual del artículo 190 del Código Civil que no es aplicable al caso del inciso anterior lo 
dispuesto en el artículo 112 de este Código. El inciso segundo proyectado dice: “Los cónyuges 
divorciados podrán volver a unirse entre sí, celebrando nuevo matrimonio”. Para este caso debe 
mantenerse la excepción al artículo 112. ¿Cuál es el artículo 112? Aquel que dice que la mujer debe 
esperar 301 días después de su separación, de su viudez, de que murió su marido para volver a 
casarse. Es claro, si me divorcio de la misma mujer y quiero volver a casarme con la misma no hay 
problema porque si ella está embarazada el hijo siempre es mío o se presume mío en el matrimonio 
que hayamos tenido. Me parece que no habría que hacer esa eliminación que se pretende realizar de 
la referencia al artículo 112. 


Pasando a otro tema, sinceramente no sé si es bueno cambiar o no el artículo 191 del 
Código Civil. En el proyecto de ley, el artículo 191, dice: “Ejecutoriada la sentencia de divorcio, no 
podrá el excónyuge usar el apellido del otro”. Está previsto que la mujer, después de divorciada, no 
puede usar el apellido del marido. En este caso la modificación se quiere hacer porque al admitir un 
matrimonio entre lesbianas o entre hombres homosexuales, uno podría querer usar el apellido del otro. 
De todas maneras, eso me parece muy improbable porque ya hoy la mujer no usa, en general, el 
apellido del marido, por lo que dudo de que en el futuro una mujer use el apellido de la otra o el hombre 
utilice el de su marido. De todas maneras, creo que no se debe perder la oportunidad de agregar un 
apéndice, una apostilla a este artículo -que prohíbe a un cónyuge usar el apellido del excónyuge- 
admitiendo que el excónyuge -por ejemplo la mujer- pueda seguir utilizando el apellido de su marido 
siempre y cuando haya causas que lo justifiquen, por ejemplo, que en su vida profesional sea conocida 
con su apellido personal más el de su esposo. Entonces, me parece que esa solución es lógica, 
aunque no original porque se admite en Argentina, Italia y Francia. Por supuesto, no tiene que ver 
exclusivamente con la ley de matrimonio igualitario. 


Por otra parte, me parece que se confunden los términos de las disposiciones sobre filiación, 
que van desde el artículo 214 a 221 del Código Civil. ¿Por qué? Porque los artículos 214 a 221 del 
Código Civil están previstos para situaciones concretas que refieren a la filiación “a la clásica”, esto es, 
la filiación por naturaleza, donde hay una relación hombre-mujer en la cual la mujer queda 
embarazada. A estos artículos, se le quieren incorporar disposiciones que tienen que ver con la 
reproducción asistida, esto es, con fenómenos que no tienen que ver con la naturaleza o no solo con 
ésta. Me parece que no se pueden incorporar al Código los casos de reproducción asistida y se tienen 
que prever en un proyecto de ley, que también se encuentra a estudio de este Parlamento. El tema de 
las acciones de estado civil es muy complejo, a lo que hay que agregar los errores que tiene este 
proyecto de ley. Si tomamos por ese camino, nos estaríamos equivocando. 


Por otra parte, en materia de sociedad conyugal la doctrina uruguaya reconoce en forma 
unánime que hay errores. Entonces, si se va a modificar el Código Civil creo que deberíamos 
aprovechar para eliminar esos errores. Por ejemplo, los artículos 1955 y 1965 del Código Civil dicen 
que son gananciales los bienes adquiridos y las deudas contraídas durante el matrimonio, cuando en 
realidad debería establecer “durante la vigencia de la sociedad conyugal”. 


El artículo 2010 establece que el fondo líquido de gananciales se dividirá por mitad entre los 
excónyuges o sus respectivos herederos, lo que está bien pero se le debería agregar el vocablo 
“cónyuges” de forma que diga “el fondo líquido de gananciales se dividirá por mitad entre los cónyuges, 
excónyuges o sus respectivos herederos”, porque la partición puede tener lugar también cuando en el 
matrimonio se da la separación judicial de bienes. 


No voy a insistir en el siguiente punto porque lo expuse cuando comparecí ante la Cámara de 
Representantes para considerar este proyecto de ley. Creo que se debe ser muy cuidadoso -como 
expresaron las personas que me antecedieron en el uso de la palabra- en el tema de la adopción por 
parejas del mismo sexo. Personalmente soy de los que creo que, entre mayores, las cuestiones se 
arreglan de la forma que consideren del caso pero cuando se trata de niños o adolescentes, es 
imprescindible que el Legislador cumpla con el bagaje legal que existe en el Uruguay y con los tratados 
internacionales que son ley en nuestro país, para protegerlos de la forma adecuada. Nosotros no 
podemos ver la adopción como algo que quieren hacer los mayores; debemos mirarla como un 
beneficio para los niños y los adolescentes. En ese sentido tenemos que preguntarnos si es buena o 
no la adopción por personas del mismo sexo. En lo personal, creo que el mejor ámbito para criar un 
niño es aquel en donde están los referentes paterno y materno. Es verdad que a veces estos no están - 
por ejemplo, cuando el hijo es fruto de una relación ocasional, cuando falleció uno de los padres, 
etcétera - pero no podemos legislar para que se dé esa situación, que no es la mejor para los niños. 


Por ende, creo que hay que ser muy cuidadoso con este tema. Que yo sepa, en el Uruguay 
nunca se hizo un estudio a fondo de qué incidencia puede tener en el desarrollo de un niño el haber 
sido criado por una pareja del mismo sexo, y creo que sería fundamental hacerlo. Cuando se estudia 
la adopción se suele utilizar la siguiente frase: “adoptio imitatur naturam” que quiere decir “la adopción 
imita la naturaleza”. ¿Qué significa en este caso imitar la naturaleza? Que los niños vienen de un 
hombre y de una mujer por lo que creo que no es buena la adopción por parejas del mismo sexo. 


SEÑORA CAROZZI.- Antes de comenzar, quiero aclarar que estoy aquí a título personal y que mi 
opinión no representa ni vincula de manera alguna a la Universidad Católica, donde ejerzo como 
profesora. Asimismo, quiero señalar que no me voy a referir a elementos de política legislativa o 
filosofía del Derecho sino a temas de técnica jurídica, por lo que mi exposición en muchos puntos va a 
ser muy similar a la del doctor Howard. También aclaro que voy a seguir el orden de los artículos en el 
proyecto de ley. 


Los grandes temas a tener en cuenta serían los siguientes. Por un lado, que ya que la 
sanción de este proyecto de ley implica modificaciones de diversos aspectos del Código Civil, no 
deben cometerse errores o contradicciones. En el caso del derecho filiatorio, que es una unidad y debe 
tener coherencia interna, debe tenerse especialmente en cuenta que las modificaciones no generen 
situaciones absurdas o contradictorias. 


En lo que refiere al tema del divorcio voy a hacer una brevísima mención a un asunto ya 
mencionado por el doctor Howard. Si se mantiene el numeral 1%) del artículo 148 que refiere al 
adulterio -y aclara que lo configuran las relaciones heterosexuales u homosexuales fuera del 
matrimonio- creo que sería necesario agregar “sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo inciso del 
artículo 127” porque, de lo contrario, se generaría la duda de si esta nueva norma deroga o no la 
redacción del artículo 127 que figura en la Ley N* 18.246, de Unión Concubinaria, que 
establece: “La obligación de fidelidad mutua cesa si los cónyuges no viven de consuno”. 


Por otra parte, en la misma línea de lo expresado por el doctor Howard, creo que si se 
modifican disposiciones del Código Civil -en algunos casos de manera seria y, en otros, para adaptar la 
norma- podríamos aprovechar la situación para mejorar y adecuar disposiciones -históricamente fue 
así- que hoy la doctrina admite que no contienen los términos correctos. Por ejemplo, el artículo 7* del 
proyecto de ley alude al artículo 158 del Código Civil, que establece que serán nulas todas las 
obligaciones contraídas por cualquiera de los cónyuges en caso de violar, por ejemplo, disposiciones 
que pueda establecer el Juez en torno a la no enajenabilidad de determinados bienes. En estos casos, 
toda la doctrina entiende que no se trata de un tema de nulidad sino de inoponibilidad. Entonces, si se 
modifica o se adapta ese artículo, lo razonable es que -si bien no es esencial- también se lo adapte 
desde el punto de vista doctrinario y se establezca: “Serán inoponibles todas las obligaciones. ..”. 


En cuanto a la redacción del artículo 183 que propone el artículo 9% de este proyecto de ley, 
debo decir que, desde luego, estoy convencida de que este artículo 183 del Código Civil, tal como está 
redactado actualmente, muchas veces coloca a los jueces en un brete. Además, el actual inciso 
primero establece poco menos que en todos los casos de divorcio no culpable, existe la posibilidad de 
la excónyuge -de la mujer en el actual artículo 183- de solicitar una pensión congrua sin límites en el 
tiempo y esto resulta algo muy fuera de época. Hay jueces que actualizan importantes conceptos de, 
por ejemplo, el Derecho francés, que los introdujo en su legislación hace muchos años. Algunos de 
esos conceptos tienen que ver con la edad de la cónyuge, tiempo del matrimonio, etcétera. Esa es la 
filosofía del proyecto de ley, es decir, introducir algunos elementos para que no se considere que la 
situación de una persona que estuvo en matrimonio durante treinta años sea la misma que la de 
alguien que sólo estuvo tres. Evidentemente, la situación es totalmente diferente. Considero que esa 
filosofía es correcta pero, sin embargo, entiendo que tanto el inciso primero, previsto para pensión 
congrua para un matrimonio que duró más de diez años como la excepción prevista para aquellos 
casos en que haya durado más de un año pero exista una causa que lo justifique - 
concretamente aquí se prevé que a uno de los cónyuges le hubiera correspondido las tareas del hogar- 
sería mejor que tuviera un texto más flexible porque la realidad es más rica y no se limita al hecho de 
que alguien se haya dedicado a las tareas del hogar. Por ejemplo, se da con cierta frecuencia que un 
cónyuge abandona su trabajo para seguir al otro que decide ocupar un cargo en el exterior o en el 
interior del país, donde quien deja su puesto no tiene oportunidades laborales. Me parece que lo 
central a analizar aquí es si la persona se apartó del mercado laboral por su matrimonio, si la decisión 
adoptada por ambos cónyuges vulneró su situación y sus posibilidades remuneratorias. Creo que eso 
debería ser el fiel de la balanza porque, en definitiva, estamos hablando de alimentos y de si la persona 
va a necesitar recibirlos en el futuro. Además, en el caso de que los necesite, hay que determinar de 
qué monto se estaría hablando y si es razonable fijar alimentos congruos porque sí, sin analizar el caso 
concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que no está haciendo referencia a la pensión de los niños. 


SEÑORA CAROZZI.- Obviamente, estoy hablando de la pensión de adultos. En la actualidad, el inciso 
primero del artículo 183 alude solo a la pensión de la excónyuge y, en el segundo, de cualquiera de los 
cónyuges pero no tiene absolutamente ninguna relación con los niños. 


Por mi parte, me parece bien acotar la situación y modificar la redacción actual pero creo que 
el juez, que es quien adecua la situación al caso concreto, debería tener mayores posibilidades para 
hacerlo. Para ello, sería bueno que el Legislador estableciera criterios como, por ejemplo, que el 
matrimonio supere los diez años para algunos casos y uno en otros, pero que luego los elementos a 
considerar estén claramente establecidos, tal como sucede en el Derecho francés. Allí se tiene en 
cuenta la edad de la mujer o del beneficiario en general y el hecho de que se haya apartado o no del 
mercado laboral, lo que determinaría que requiera de un auxilio. Me parece que una cosa es un traje 
hecho para gordos y para delgados y otra la adecuación que puede hacer un sastre al cuerpo de la 
persona. En este caso, el sastre es el juez y el Legislador debe darle la facultad de adecuación. 


En cuanto a la causa de extinción, señalo lo mismo que el doctor Howard. La parte final del 
inciso primero establece que dicha causa será que el beneficiario se case nuevamente o pase a vivir 
en concubinato, sea éste declarado o no judicialmente. En el momento en que leí el artículo 183 por 
primera vez, pensé que se modificaba el artículo 194 porque ingresa como causal de extinción de la 
pensión congrua el concubinato como género, cualquiera sea éste, más allá de que haya configurado o 
no una unión concubinaria. Sin embargo, cuando leí el artículo 194 pude comprobar que no era así. 
Entonces, hay una contradicción porque el artículo 183 dice una cosa y el 194 dice otra porque alude a 
la unión concubinaria. Está claro que desde el momento en que existe concubinato no se puede hablar 
de una relación fugaz porque tiene que estar dotada de estabilidad y permanencia. Me pregunto si en 
el caso en que una persona vive en pareja por tres años y, por tanto, no llega a los cinco, la pensión 
congrua se extinguiría. Cuando leo el artículo 183 puedo afirmar que sí se extingue pero si leo el 
artículo 194 debo decir que no porque no se configura la especie “unión concubinaria”. Por lo tanto, 
entiendo que esta contradicción necesita ser resuelta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería lógico establecerlo judicialmente ya que, de lo contrario, puede suceder 
que una persona comience a vivir en concubinato, se extinga la pensión y a los tres meses se separe 
de su pareja. 


SEÑORA CAROZZI.- Entiendo que se tiene que tener en cuenta la vida en concubinato cuando se está 
formando un nuevo núcleo familiar y la pareja tiene una estructura económica autónoma. En estos 
casos, carece de toda lógica continuar recibiendo una pensión congrua del excónyuge porque sería 
algo que va contra un sentido elemental de justicia. Por último, respecto al artículo 183, sea cual fuere 
la modificación que se realice, me parece que un tema fundamental es que quede claro cuál va a ser el 
derecho transitorio y cómo vamos a aplicar la ley en el tiempo, ya que eso evitaría que se generara un 
semillero de problemas. Recuerdo que alguien decía que en realidad los grandes problemas del 
derecho transitorio podrían haberse suprimido con un artículo del Legislador. Hay que tener en cuenta 
que todas estas relaciones se continúan en el tiempo y que primero llega el matrimonio, se extiende en 
el tiempo, sucede el divorcio en un momento determinado y la fijación de la pensión en otro. Entonces, 
si esto fuera ley vigente en el día de mañana, por un lado vamos a ver que se mejora la situación del 
cónyuge varón que en la actualidad no tiene derecho a la congrua y, a su vez, por otro, la de la mujer, 
en el futuro, percibiría una pensión alimentaria. En consecuencia, pienso que es de técnica jurídica 
necesaria analizar cómo se va a aplicar esta ley, a qué categoría y a quién. Habrá que tener claro si el 
criterio será que esto se va a aplicar a todos los divorcios que queden ejecutoriados una vez vigente la 
ley, para todas las pensiones alimenticias que se fijen en el futuro y si se hará en general, aún para 
aquellos que ya están divorciados dando así un efecto retroactivo. En este caso, nos empantanamos 
en el tema de la retroactividad y de determinar cuál es el hecho concluido y cuál no. Obviamente, no 
pretendo que se mantenga el artículo 183 tal como se redactó en 1868 porque me parece correcto 
adecuarlo pero entiendo que desde el momento en que se modifica hay que establecer cuándo y a 
quién se va a aplicar esta norma. Me parece fundamental determinar cuál va a ser la sobrevivencia de 
la norma vigente, en qué momento entrará en vigencia la nueva y cómo lo vamos a ensamblar. 


En lo que refiere a la sola voluntad de la mujer hay un tema importante de Derecho Transitorio 
que puede considerarse parcialmente resuelto por el artículo 12 del Código General del Proceso. Este 
artículo regula la entrada en vigencia de las leyes procesales en el tiempo, estableciendo una 
aplicación inmediata, pero que no se aplicarán a los plazos que hubieren comenzado a correr. 


Hoy cuando alguien tramita un divorcio por la sola voluntad, primero se presenta un escrito 
en el Juzgado, se inicia el trámite, hay un primer comparendo, se hace una audiencia a los seis meses, 
otra al año, y recién fiscal y sentencia. Si la persona fue citada dentro de seis meses, el plazo ya 
comenzó a correr, y se supone que hay que esperarlo porque no habría sido objeto de esta 
modificación procesal. En cualquier caso, vale la pena analizar la situación. 


Coincido con el doctor Howard en que el artículo 12 del proyecto de ley -que propone 
modificar el artículo 191- es del que se extraía la facultad que tiene la mujer casada de usar el apellido 
del marido. En nuestro Derecho nunca fue un deber y hoy por hoy está bastante en desuso. Si ahora 
se dice que no podrá el cónyuge usar el apellido del otro, se está confiriendo por la negativa un 
derecho en el caso del matrimonio homosexual: al marido de agregar a su apellido el “de” y el apellido 
de la esposa, y en el caso de un matrimonio de dos hombres “de” entre sí, y en el de dos mujeres “de” 
entre sí. Creo que aquello de la debida adecuación entre el ser y el deber ser, entre la norma jurídica y 
la realidad, se quiebra totalmente porque a veces por tratar todo igual, se pierde de vista la realidad. No 
creo que a una sola pareja se le ocurra agregar un “de” a algo que está totalmente en desuso pero, 
desde luego, este es un comentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de estos aspectos, la norma ya existe. 
SEÑORA CAROZZI.- Existe diciendo, no podrá la mujer”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que la norma adecua es que parece ilógico que si se divorcian dos 
personas heterosexuales la mujer no pueda usar el apellido del otro cónyuge; cuando es una pareja de 
mujeres, ninguna la puede usar, y cuando es una pareja de hombres, lo puedan usar. 


SEÑORA CAROZZI.- No podrían hacerlo porque no existe ese derecho. Por la negativa se está 
creando el derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habrá que estudiarlo un poco más. 


SEÑORA CAROZZI.- No es que me parezca que es algo relevante, sino que está divorciado con la 
realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que a partir de ahora la norma lo permitiría hasta el momento del 
divorcio, que es cuando cesaría el derecho del hombre a que use el apellido del otro cónyuge, ya sea 
una mujer o un hombre. 


SEÑORA CAROZZI.- A mi juicio, esto es absurdo, pero no hay ningún problema. Cada uno puede usar 
el apellido que la ley autorice, si quiere hacerlo. 


El artículo 194 es por remisión la contradicción en la que entra con el inciso 1*, del artículo 
183. 


A mi juicio, uno de los puntos fundamentales, es el derecho filiatorio. Es un derecho que 
requiere, como en todas las áreas, coherencia interna. Creo que las disposiciones que han modificado 
y querido entroncar realidades diferentes previstas por los artículos 214 y siguientes -no es mi intención 
ofender a ninguno de los redactores del proyecto de ley- no tienen en cuenta la filiación como 
fenómeno jurídico, la filiación como fenómeno biológico, y las otras vertientes generadoras de filiación 
jurídica. 


Tenemos la filiación como fenómeno biológico que se produce por la naturaleza; la filiación 
como elemento jurídico, donde hay un vínculo jurídico -discrepante del vínculo biológico- que es la 
filiación por adopción. La tercera vertiente -que todavía no está regulada, pero en los hechos existe- es 
la filiación por técnicas de reproducción humana asistida. 


Si el Legislador no tiene claramente a la vista las tres vertientes, podrá combinar las normas 
que regulan la vertiente de la filiación por naturaleza, con las de la fertilización humana asistida 
obteniendo normas como estas, que tratan de poner un buzo de dos mangas a un pulpo. No se pueden 
adaptar las normas creadas para un fenómeno, a otro que es totalmente distinto, sino que se deben 
crear disposiciones nuevas. ¡Veamos la realidad tal cuál es! ¿Un matrimonio del mismo sexo -entre dos 
mujeres o dos hombres entre sí- puede tener hijos? No. ¿Cómo pueden tener hijos? ¿Pueden tener 
hijos por naturaleza? No. Entonces, pueden usar técnicas de fertilización humana asistida o pueden 
utilizar la adopción. Si el Legislador, por el principio de igualdad trata de tapar la realidad con un velo 
para no verla, entraríamos en situaciones como la modificación del 214 que no tienen lógica. 


El artículo 214 originario es una presunción legal. Se trata de una conjetura que el Legislador 
extrae de ciertos hechos conocidos, de los que saca una conclusión, es decir, deduce de un hecho que 
hasta ese momento era desconocido. Este artículo clásicamente planteaba que si hay un matrimonio, 
si los cónyuges viven juntos -la vida de consuno- si la mujer queda embarazada y si esa mujer tiene un 
hijo, entonces, dados estos hechos conocidos, presumo el hecho desconocido, que el marido es el 
padre. Esta es una presunción legal, que no hay que probar. 


¿Por qué el Legislador presume que el marido es el padre? Porque en la realidad, si se dan 
todos los elementos, así ocurre. Luego, si hay una patología en el caso concreto está la acción de 
desconocimiento de la paternidad. Pero, en este caso, el matrimonio heterosexual seguirá teniendo 
hijos, o si tiene dificultades para concebir, podrá recurrir a la adopción o a técnicas de fertilización 
asistida; pero el matrimonio homosexual que no va a poder tener hijos por naturaleza, puede recurrir a 
la adopción o a la fertilización humana asistida. Entonces, no toquemos el 214 o el 215, sino que 
analicemos por separado las técnicas de fertilización humana asistida o de adopción y establezcamos 
que en esos casos debe haber un acuerdo expreso en las hipótesis previstas admitidas por el 
Legislador. Ahí surge el vínculo jurídico de filiación, pero no porque se presuma pues la presunción no 
puede ser impugnada porque hubo un acuerdo. Creo que es ensamblar y mal ensamblar cosas que 
tienen lógicas distintas. Si comienzo con una lógica equivocada llevando la presunción al caso que no 
debió ser presumido, cuando voy a analizar la impugnación de la presunción, también llego a algo 
equivocado. Si tengo un matrimonio de dos señoras y una de ellas queda embarazada, ¿presumo que 
la otra señora es el otro progenitor? No; el Legislador no puede presumir cosas que sabe que no son; 
sí puede pensar que estas señoras pudieron haber recurrido a técnicas de fertilización asistida para 
tener hijos o a la adopción. Si recurrieron a técnicas de fertilización asistida, podríamos preguntarnos 
por qué esas señoras tuvieron un hijo y respondernos que la ley es la que establece el vínculo jurídico 
filiatorio y admite como posibles estas técnicas. Entonces, como una señora acordó con la otra, se 
entiende que son las progenitoras de ese hijo. Por supuesto que no se puede impugnar ese acuerdo 
salvo que el mismo sea nulo o haya existido estado de demencia o incapacidad de una de las 
personas. De darse alguna de estas situaciones, correspondería analizar el acuerdo y no la 
presunción, porque lo que está en juego aquí no es el vínculo biológico. Considero que esto forma 
parte de una estructura lógica diferente en la que, si se entran a mezclar aspectos, podría dar lugar a 
problemas cada vez mayores. 


Lo mismo podemos decir respecto al artículo 215 en el que se presume la época de la 
concepción, pero no en el caso del acuerdo expreso. Es claro que no se tiene ninguna presunción de 
concepción cuando se recurre a técnicas de fertilización asistida donde debemos regirnos por 
disposiciones diferentes. 


A continuación, me voy a referir a la adecuación de ciertas normas que, a mi juicio, tienen un 
defecto y me atribuyo un tercio de la culpa. La redacción actual del artículo 218 del Código Civil fue 
dada por el Código de la Niñez y la Adolescencia. A propósito de ello, quiero recordar que en 
oportunidad de analizarse estos artículos para modificar el originario texto del Código Civil, se solicitó a 
las profesoras Mabel Rivero, Luz Calvo y a quien habla que redactásemos las disposiciones a efectos 
de mejorar aquella estructura absolutamente obsoleta del Código Civil. Así fue como analizando el 
Derecho francés y el Derecho español propusimos estos artículos que hoy nos ocupan. Vuelvo a decir 
que esto tuvo lugar en oportunidad de considerarse el Código de la Niñez y la Adolescencia que 
finalmente fue sancionado en el año 2004. 


Fíjense los señores Senadores que el actual artículo 218 tiene casi la misma redacción que 
la del Código Civil español que fue considerada inconstitucional por el Tribunal Supremo de España. 


En definitiva, el tema que está en juego es perfectamente trasladable a esa referencia porque es 
universal. El punto en cuestión está en determinar cuándo empieza a correr el plazo para que el marido 
impugne la presunción de legitimidad. En la norma se dice que es a partir del momento que tomó 
conocimiento del nacimiento de la criatura. Lo que aquí se objeta es que estaríamos ante una 
caducidad y no ante una prescripción porque es una acción de estado civil y se trata de un objeto 
indisponible. Entonces, ¿es correcto que rija esta caducidad cuando esta persona ni siquiera sabe la 
situación en la que se encuentra? Si bien tiene conocimiento del nacimiento y posteriormente lo hace 
sobre la inexistencia del vínculo biológico, ¿no debería ser ese el momento a partir del cual podría 
ejercer la acción? 


Quienes objetan este aspecto son sentencias del año 2005 -que no tengo en este momento 
en mi poder- en las que se determina que el plazo debería comenzar no desde el momento en que el 
marido, los herederos, etcétera toman conocimiento del nacimiento, sino desde que conocen la 
inexistencia del vínculo biológico. Estos casos se han dado muchas veces y se han resuelto a través 
de sentencias que tratan de decir de la ley lo que ella no establece. Supongamos que la criatura nace 
dentro del matrimonio, al marido no se le dice que no es el padre y la mujer permite que surja entre él y 
su hijo el vínculo afectivo de padre e hijo. Luego de transcurrido un año, la pareja se separa y 
comienzan los conflictos por el régimen de visitas, por los bienes gananciales, etcétera. Es en esa 
oportunidad -esta situación la he visto predominantemente en juicios seguidos para determinar el 
régimen de visitas- en la que la mujer le dice al hombre que no tiene derecho a visitar al niño porque no 
es el padre. Frente a ello el marido podrá reaccionar de distintas formas: por un lado, diciendo que lo 
es porque tiene un vínculo afectivo con el niño y, por otro, dejando a un lado las obligaciones porque 
recién se entera que no es el padre. De acuerdo con la redacción del artículo 218, el hombre no podría 
impugnar porque la acción caducó. Para resolver esta situación absolutamente injusta, una sentencia 
de un tribunal falló que no había nacido la presunción porque no hubo vida de consuno, porque hubo 
infidelidad. Esto es como llamarle perro al gato a efectos de que la disposición no sea aplicable. 


Considero que es mejor modificar el artículo 218 y no hacer que la ley establezca algo que 
no pretende. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que tener presente también la edad de la criatura: si es grande, es una 
cosa, pero si se trata de un niño de dos años que tiene hermanos, ellos sí con vínculo biológico, es 
todo un problema. 


SEÑORA CAROZZI.- Realmente el tema filiatorio es un problema. Justamente esa situación es la que 
se pretende proteger a través del artículo 219, esto es, cuando el niño tiene la posesión de estado civil. 
El plazo para la impugnación es muy breve, de apenas un año en el que el daño puede ser menor. Si 
no se pudo impugnar durante su minoría de edad, la acción podrá ejercerla el chico dentro del plazo de 
cinco años a partir de su mayoría de edad por sí. Me parece bien que este plazo se aumente; que no 
sea de los dieciocho a los diecinueve -porque son muy jovencitos- sino que sea de cinco años a partir 
de su mayoría. De todas formas, creo que deberíamos determinar si el plazo correría desde la mayoría 
de edad o desde que tomó conocimiento de la situación. Por supuesto que un plazo de cinco años es 
mayor que el de uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendría que ser cinco años después de alcanzada la mayoría de edad. 


SEÑORA CAROZZI.- Muchas veces ocurre que si empieza antes, el niño termina siendo objeto de los 
deseos arbitrarios o manipulaciones de la madre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estoy discutiendo que empiece antes. 


SEÑORA CAROZZI.- En el artículo 220 se filtró la expresión “filiación legítima” por lo que, ya que 
estamos ajustando la redacción de las normas, correspondería establecer “filiación matrimonial”. 


En materia de sociedad conyugal, tendríamos que modificar la redacción del artículo 1955, 
toda vez que expresa “durante el matrimonio” y establecer “durante la vigencia del régimen 
matrimonial”. Lo mismo podemos decir respecto al artículo 1965, en cuyo numeral 5%) me parece 


atinada la inclusión de los hijos de uno solo de los cónyuges, como forma de incluir a los hijos nacidos 
fuera del matrimonio de uno de los cónyuges. 


En el artículo 2010 se tendría que agregar la palabra “cónyuges”, como bien lo señaló el 
doctor Howard. 


En el artículo 27, relativo al nombre, se reitera una confusión de filiación en materia de 
nombre. Aquí se abre todo un abanico inmenso para detallar cada una de las situaciones y luego se 
habla por separado del hijo en caso de adopción. Si la ley nos dice que en el caso de adopción el hijo 
tendrá los mismos derechos que cualquier otro hijo, sea nacido por naturaleza o por fertilización 
asistida, no creo que haya que hacer una regulación específica, autónoma o diferente para este caso, 
ya que necesariamente va a quedar abarcado en alguna de las otras hipótesis; pero si se reitera, 
tampoco es tan grave. 


Básicamente sería eso, señor Presidente. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiero agradecer a nuestros invitados, quienes han venido para darnos su 
opinión sobre el asunto en consideración. Todas han sido opiniones sobre las que hay que escuchar y 
pensar mucho. 


En segundo lugar, quiero dejar una constancia porque, de lo contrario, me voy a ir con algo 
en el estómago. Sinceramente, creo que no es de recibo la recomendación inicial que nos hiciera el 
doctor Etcheverry con relación a que no hiciéramos como que escuchábamos y ellos como que 
hablaban. Presumo de buena fe que ustedes no vienen a perder el tiempo y nosotros tratamos de 
mantenernos lo más atentos y abiertos posibles. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- La retiro expresamente, señor Senador. 
SEÑOR ROSADILLA.- Gracias, doctor. 
Además, quisiera hacer algunas preguntas. Es muy difícil hacerlas sobre el momento. 


Todos hicieron referencia a la complejidad de este conjunto de normas, al que estamos 
introduciendo modificaciones con una filosofía orientada a dar igualdad entre los matrimonios 
heterosexuales y homosexuales y, como decía la doctora, enfrentar las dificultades que puedan surgir. 


Es muy bueno que expresemos que hay quienes estamos fuertemente de acuerdo con 
generar igualdad en esas condiciones. A su vez, respeto enormemente a quienes creen que esas 
cosas no pueden ser iguales; así lo siento y así lo expreso. Entonces, seguramente, en la observación 
de los fenómenos, al encarar lo concreto -y asumo que coincidiendo de muy buena fe todo el mundo, 
en los principios esenciales, en las cosas más válidas para el ser humano- van a surgir diferencias. 


El hecho de tratar esta materia me hizo acordar a otra que conozco más; es como en la 
guerra: no se trata de hacer justicia sino, básicamente, de prever, acotar, reducir y reparar daños. Digo 
esto porque todo lo que estamos tratando de hacer es poner en un conjunto de normas un pedazo de 
vida muy fuertemente sacudida, generalmente por cantidad de actores, donde hay menores, mayores, 
cruces, idas, venidas y, además, diferencias. Entonces, en ese impulso -en el cual no hago diferencia 
para cualquiera que opine, parto del prejuicio positivo- es muy difícil encontrar aquellos puntos que nos 
permitan decir que esto está bien, dentro de lo posible; hemos extremado, hemos afilado el lápiz para - 
como decía recientemente- prevenir, acotar, reducir y reparar daños, si se producen. Y dentro de eso, 
además, está la institución matrimonial. 


Voy a decir algo -no me importa que figure en la versión taquigráfica-: yo soy de los que creen 
que el matrimonio debería ser una libreta con vencimiento a los cinco años y que los cónyuges 
deberían ir al Registro Civil para firmar y decidir si quieren continuar o no -esa es la verdad- para no 


seguir atado por no hacer el trámite o por lo dificultoso que es. Pero esas son locuras mías. Mientras 
tanto, vamos a seguir con las normas que tenemos y mirando sobre ellas. 


Quiero hablar muy claramente -el doctor sabe que compartimos muchos pensamientos y 
cuestiones concretas en diversos aspectos de la sociedad-: el documento que nos han presentado 
trae, por ejemplo, una tabla con un estudio que respeto como a cualquier otro y sobre el que podríamos 
profundizar para conocer las compatibilidades con trabajos de ese tipo que podríamos solicitar en el 
futuro. Sin embargo, hay aspectos que el estudio estima con una visión positiva o negativa que, en 
algunos casos, no me dice nada; en otros, para algunos es positivo pero para mí es negativo. Por 
ejemplo, actualmente para mí no cambia en nada que alguien sea o no casado. No lo identifico con 
algo más o menos positivo; no me dice nada. No me dice nada sobre la persona, es decir, que sea 
mejor o peor persona. Tampoco me cambia nada que se identifique como heterosexual o si mira 
televisión con frecuencia. 


Hay otras cosas que son extremadamente difíciles de medir porque hacen a una sensibilidad 
que respeto, pero entiendo que todas tienen distintas formas de medir: índice de ambiente de 
seguridad en la familia, impacto negativo de la familia de origen, salud física, calidad de la relación 
romántica y los índices de problemas en la relación romántica actual. Los nombro según su título 
porque, créanme, no estoy desestimando el estudio; además, voy a tratar de encontrar la página para 
profundizar porque a todos nos sirve estudiar y mirar otras cosas. 


Estoy diciendo que es muy complejo. Aquí somos conscientes de que partimos de miradas 
sobre la filosofía del proyecto que no necesariamente son coincidentes, pero que tienen diferencias, y 
algunas de ellas fuertes, marcadas. Sin embargo, he seguido y tomado nota de lo que pude -aunque sé 
que los taquígrafos luego nos entregan todo escrito, palabra por palabra y uno va a la versión 
taquigráfica y puede encontrar todas las referencias que se han hecho- acerca de una enorme cantidad 
de observaciones, indicaciones y propuestas en materia de posibles modificaciones que favorezcan la 
comprensión y la claridad del proyecto de ley. Luego los Jueces, a la hora de aplicarlo, tendrán menos 
dudas. Les agradezco enormemente. 


No puedo comentarlas todas, pero quisiera referirme a dos de ellas. Particularmente, la 
doctora, cuando se refirió al artículo 14 decía que tendríamos que pensar que en esta norma, que 
hemos modificado para darle igualdad a las parejas de homosexuales y heterosexuales, no podrían 
convivir los artículos allí incluidos, que tendrían que desglosarse, no en función de la identidad sexual 
de las parejas -no fue el término que usó, pero así lo interpreto- sino en función de la naturaleza por la 
que surge la relación filial. 


En realidad, para parejas homosexuales o heterosexuales la relación filial puede surgir de 
cualquiera de las tres fuentes que usted menciona. En las heterosexuales puede surgir por la vía de 
una relación sexual, biológica; por la adopción, según las normas de adopción que tenemos, o por la 
fertilización. Actualmente eso ya es así para los heterosexuales. Entonces, ¿por qué discriminar a las 
otras parejas -las homosexuales-cuando en realidad se las abarca? Podría decirme que ciertos 
aspectos quedan fuera de esa norma, pero no es así: pueden tener una relación filial sobre la base de 
la fertilización o por la vía de la adopción. O sea que quedan comprendidas en esa norma que, en 
realidad, es para parejas heterosexuales. 


¿Para quién tendríamos que regular las tres posibilidades? Para las parejas heterosexuales. 
Las homosexuales quedan comprendidas, sabiendo desde ya que una de las opciones no la van a 
poder llevar adelante. Quería formular esta pregunta porque sé que se han quemado las pestañas 
estudiado libros día y noche. Seguramente hay fundamentos o elementos que no logro comprender. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MOREIRA.- Deseo realizar dos observaciones. 


El doctor Santiago Altieri tocó mi vena sociológica. Tuve que hacer una lectura muy rápida al 
texto que se nos ha hecho llegar y creo entender que la evidencia científica que se tenía hasta ahora 


era que la orientación sexual de las madres o de los padres no afectaba el comportamiento y el 
resultado de los hijos en los estudios. 


Contamos con estudios de la American Sociological Review, de la American Psychological 
Association y últimamente de la Social Science. 


Mi primera reflexión epistemológica es que los estudios sicológicos no necesitan muestras 
estadísticamente significativas. Por decirlo de alguna manera, Freud estudió muchos casos y Piaget 
estudió a sus propios hijos. Lo que requiere asociaciones estadísticamente significativas son los 
estudios que se basan en estadísticas sociales. Se entiende que los estudios de la Social Science 
requiera una encuesta con estas características, pero quería señalar que las críticas que le hace el 
estudio de la Social Science a la American Psychological Association no son muy de recibo, por más 
que se hayan analizado 30 o 40 casos. Insisto, ni Freud ni Piaget se basaron en muestras estadísticas 
para construir teorías sicológicas. 


Sobre el desempeño de los niños, el indicador más usado es el educativo, como una 
medición aproximada de otros desempeños más difíciles de medir. En realidad, el desempeño 
educativo de los niños está fuertemente influenciado por variables sociales. Los niños pobres tienen 
menores recursos y, por consiguiente, tienen peor desempeño en casi todas las áreas de la vida que 
aquellos que están en mejor posición social relativa. Esto quiere decir que la variable determinante del 
desempeño de los niños siempre es una variable social estructural. Por consiguiente, hay que analizar, 
fuera de esa variable social estructural, que es la que determina el desempeño de los niños, si tienen 
hogares homosexuales o no. El grueso que determina el desempeño de los niños, insisto, son las 
variables sociales estructurales. Después hay que determinar qué porcentaje está afectado porque las 
parejas sean homosexuales o no. Quiero decir esto para poner el estudio en la debida perspectiva. 


Miré atentamente la tabla que se nos ha hecho llegar. Se controló la edad, la raza, el sexo, la 
educación de la madre, los ingresos de su familia de origen y las leyes de familia del Estado donde 
viven. En lo personal, que soy socióloga, me parece que la tabla está construida para producir una 
reacción y me faltan muchos elementos para que me diga algo pertinente desde el punto de vista 
científico. Creo que está construida para mostrar que los niños que vienen de familias de padres 
homosexuales se desempeñan mucho peor que los niños que provienen de familias biológicas. La 
verdad es que me resulta bastante disparatado, porque tiendo a pensar que los niños que vienen de 
familias homosexuales de buena situación económica relativa, deben de tener mucho mejor 
desempeño que aquellos que provienen de familias biológicas o de madres que tienen muchos hijos y 
viven en asentamientos. 


Quiero que conste en la versión taquigráfica que este tema necesita ser relativizado con un 
marco de teoría social un poco más robusto. 


Existen indicadores de calidad de la relación romántica actual que yo nunca había visto, pero 
que posiblemente sean nuevos o fueron construidos a propósito de este estudio. Encuentro 
contradictorio el hecho de que si los sicólogos estudiaron durante tantos años -no importa con qué 
muestra- y descubrieron ciertas cosas, de pronto aparezca un estudio que da por tierra con todos los 
anteriores, por más variables y muestras que hayan utilizado. De cualquier manera, la muestra es para 
Estados Unidos. Los estudios de desempeño de los niños, ya no digamos los educativos que son los 
más evidentes, sino otros como ser feliz, tener amigos, etcétera, tienen que ser contextualizados al 
lugar de que se trata por lo que, es verdad, se requeriría un estudio específico para Uruguay, donde lo 
que sabemos es que a los niños que peor viven, peor les va. Es la reconstrucción de lo obvio, del 
sentido común; los estudios que se tienen sobre el desempeño infantil -los mejores estudios que hay 
aluden al desempeño educativo- refieren siempre a las estructuras de clases oO sectores 
socioeconómicos. 


Pero, puestas así las cosas, ¿qué vienen a demostrar quienes presentan el estudio? Que no 
es conveniente que los niños crezcan en familias cuyos padres tienen una relación homosexual. Dicho 
esto, me pregunto: ¿qué es lo que estamos haciendo? Me parece que aquí no estamos discutiendo 
exactamente esto. Creo que el debate no se centra en si las familias de padres homosexuales tienen 
derecho a adoptar hijos. En primer lugar, considero que la unión concubinaria avanzó un poquito sobre 


estos aspectos. En segundo término, estamos discutiendo acerca de la mejor normativa para legislar 
sobre este tema. Las parejas homosexuales existen desde el principio de los tiempos, ellos reclaman 
igualdad y de eso trata este proyecto de ley. Reclaman igualdad basados en principios y derechos muy 
básicos de la personalidad humana, y nosotros estamos trabajando sobre eso. 


Si la homosexualidad es mala o buena, no está en cuestión acá y, por consiguiente, lo que 
induce a pensar los resultados de este estudio es que más vale que los homosexuales no tengan hijos 
porque van a ser criados de forma horrible, y creo que eso no es lo que estamos discutiendo, pero es 
mi opinión. 


Quiero decir algo más acerca de la naturaleza. 


Entiendo que la palabra “naturaleza” teóricamente quiere decir algunas cosas y se usa de 
cierta manera. Pero si hay algo que no es natural son las leyes y las convenciones humanas desde 
Aristóteles hasta ahora, y lo que diferencia los vínculos jurídicos y sociales de los seres humanos es 
que no son naturales. En todo caso se podrán utilizar expresiones como las de Hegel en cuanto a que 
hemos creado una segunda naturaleza. Lo cierto es que preferiría no utilizar la palabra “naturaleza” 
para referirme no solamente a los vínculos sociales y políticos que los hombres han creado, sino a su 
expresión jurídica. Ya los vínculos sociales y políticos son poco naturales -más bien son el resultado de 
la convención y el acuerdo- mucho más las superestructuras jurídicas. Entonces, creo que el tema 
sobre naturaleza entra mal discutiendo de leyes, más allá de que, por supuesto, existen los derechos 
naturales y la expresión “naturaleza” se puede usar en otro sentido. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Dado lo avanzado de la hora y la naturaleza de esta sesión destinada, más que 
nada, a escuchar la exposición de nuestros distinguidos visitantes, no vamos a entrar en discusiones 
que deberá tener luego la Comisión en su ámbito, lo cual nuestro silencio no quiere decir que estemos 
de acuerdo con cuanto se haya dicho; solo que nos parece que el debate no es para esta instancia. 


SEÑOR LORIER.- Quería manifestarme en el mismo sentido que el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a los artículos sobre los que se han planteado una serie de 
inquietudes, sería importante que nos hicieran llegar redacciones que no cambiaran la estructura -es 
decir, no agregar treinta artículos más- sino que sustituyeran un término, como, por ejemplo, la 
sugerencia anterior de cambiar la palabra “legítima” por el vocablo “matrimonial”. Me refiero a que si se 
hacen modificaciones, podríamos avanzar en el mejoramiento del proyecto de ley. La doctora dijo que 
hay una concepción del artículo 158, sobre lo que, aparentemente, toda la Doctrina está de acuerdo en 
el sentido de que las obligaciones no serían “nulas” sino “inoponibles”. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- La misma duda se me plantea con el artículo 214. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, pero ya iremos a esos artículos, que son más complejos. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Lo menciono porque tiene que ver con el mismo tema, es decir, si la palabra 
“nulo” es la conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 


En fin, me refiero a que si nos hacen llegar redacciones de esos artículos, las 
consideraremos. No dejaremos de escuchar los planteos que se hagan porque estamos trabajando en 
el tema, por supuesto que con cierta celeridad pues queremos dar rápida aprobación al proyecto de 
ley. 


Por otro lado, hay dos tensiones. Una de ellas, tiene que ver con el artículo 9.%, por lo que 
sería interesante que nos hicieran llegar redacciones. Aparentemente, todo el mundo es conteste de 
que debería haber una atención de un cónyuge al otro por el mismo período. El problema es 
determinar qué cónyuge ayuda al otro; incluso se plantea el tema del derecho transitorio. 


Además, hay que tener en cuenta algunos aspectos del traje -lo planteaba la doctora Carozzi- 
como por ejemplo que el Juez diga: “Estas dos personas se están separando, las dos tienen bienes, 
propiedades y recursos; ninguna tiene por qué ayudar a la otra”, salvo en el caso de los hijos, porque 
aunque una de ellas disponga de recursos, la otra debe ayudar aunque el contrato esté disuelto. Ahí 
nos pueden ayudar; creo que habrá redacciones de otros abogados, pero me parece que debemos 
trabajar en eso rápidamente. 


Después tenemos una tensión en el artículo 14, en el que están contenidos los artículos 214 al 
221. Obviamente, en el artículo 218 se podría encontrar una redacción mejor salvando el aspecto de 
que alguien diga que tiene seis años de vínculo, que el niño no sepa que esa persona sea su padre 
biológico, que la madre se lo trasmita en un momento de cierta ira y él corta el afecto, los alimentos, en 
fin, todo. Entonces, con un “sin perjuicio” habría que encontrar la salida en tales y cuales artículos. 


Hay una tensión entre el artículo 214, el 217 y el 219. En el artículo 214  -no digo que en el 
momento de elaborar una redacción la piensen tomando nuestra sugerencia, que coincide, como en 
tantos otros aspectos, con la posición del señor Senador Rosadilla- sugiero que el penúltimo inciso, 
que comienza diciendo “Exceptúanse de lo dispuesto”, también es aplicable a las parejas 
heterosexuales. Si en el caso de un matrimonio heterosexual hay una presunción acreditando que el 
vínculo biológico no existe cuando ambos concibieron, aceptaron -aunque no esté firmado- una 
asistencia de embarazo a la mujer, yendo ambos a la clínica, cuando él hace uso de lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 214, es obvio que ese vínculo biológico no es suyo. Entonces, si él asumió 
esa responsabilidad y ahora hay una criatura, parecería lógico que ahí sí exceptuáramos, porque hay 
una acción consensuada y consentida de ambos en una relación de voluntad. Me parece bien, pues, 
que esté ahí el artículo 214. De pronto, más allá de incluir la palabra “nulas” -hay que verlo- el tema se 
plantea en los artículos 217 y 219. Vayamos al artículo 217; quizás por la hora el señor Senador 
Rosadilla no lo haya dicho, pero quizás tengamos que separar en él a los progenitores y el hijo. 


SEÑOR ROSADILLA.- Disculpe, señor Presidente; creo que la contradicción que usted marca se 
podría solucionar eliminando del artículo 217 la frase: “el hijo o los herederos de uno u otro”, dejando 
solamente lo que está tratando el artículo, esto es, el “cónyuge no concibiente”. Hago esta 
puntualización porque después el artículo 219 habla de hijo y heredero exclusivamente. De esa manera 
haríamos la separación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, la tensión se da porque el artículo 217 quiere conservar 
los derechos del hijo en el sentido de que los padres, biológicos o no, no puedan deshacerse o 
desentenderse de esa responsabilidad a partir de impugnar la identidad, y el artículo 219 establece la 
necesaria identidad o el derecho que tiene el hijo a la identidad. Por lo tanto hay que conciliarlos. 


Con respecto al tema de las causas de divorcio y del adulterio, me parece que la expresión 
“sin perjuicio” era mejor que decir “cuando la relación es voluntaria”, pero en fin, hay que ver las 
redacciones que se puedan alcanzar. 


(Dialogados.) 
-En definitiva, los exhortamos a que nos hagan llegar redacciones alternativas. 


Quiero hacer dos puntualizaciones sobre el estudio de este tema, aunque no tienen que ver 
con una discusión filosófica. 


Más allá de que hay una gran evolución de las sociedades o del problema que se plantea 
con extranjeros que vienen al país, que tienen un vínculo patrimonial o concubinario de parejas del 
mismo sexo y no saben cómo resolverlo hasta con documentación -ahí tenemos un problema- la 


Justicia empieza a aceptar matrimonios validados en el extranjero y podría generarse el hecho de que 
la gente se vaya, se case en el exterior, pero después le dicten una sentencia acá. Ahí cabría 
preguntarse para qué están los Legisladores. Esa sería la otra pregunta. 


Independientemente de la situación, advierto que el estudio no compara los niños que viven 
en hogares del INAU -no sé cómo se llamará la institución que cumple esa función en Estados Unidos 
con los niños que no tienen familia- con el resto. Supongamos que llegáramos a la conclusión de que 
en la etapa actual la situación es distinta -en el futuro no creo que ocurra- a la que se planteaba en los 
años 50 con el hijo de una madre soltera o divorciada, pues vivía una situación más compleja, de bicho 
raro, o de familias entrelazadas de que hablaba el doctor. Seguramente, lo que hoy parece algo distinto 
o extraño, dentro de cuarenta años no será así, porque la libertad y el afecto de cada uno es personal y 
los padres quieren lo mejor para sus hijos. Me parece que lo que no está en el estudio es la diferencia 
que hay entre un niño que llega a los 18 años criado en una casa junto con otros, sin padres, con 
cuidadores que cada tanto rotaban, y otro de la misma edad que tiene una familia, independientemente 
de cómo esté constituida. Para mí ese es el estudio que hay que hacer. Entiendo que dar a un niño en 
adopción a una mujer sola, a un hombre solo, a un matrimonio heterosexual o a un matrimonio 
homosexual -en un matrimonio heterosexual podría haber un alcohólico- en principio, es un elemento 
de contención superior a estar en un núcleo anónimo. Cabe agregar que, a veces, las cuidadoras o 
cuidadores hacen maravillas por esos niños y algunos los reconocen como sus padres, sin embargo, 
entiendo que la familia es un elemento de contención y amor superior. Por eso, me gustaría saber si 
hay estudios al respecto y, de haberlos, me gustaría que nos los pudieran acercar. 


Otra pregunta que le hago al doctor Altieri es si cree -y lo digo con todo respeto- que las 
personas que no son heterosexuales, las que tienen una orientación sexual diferente, como los 
homosexuales, no tienen derecho a tener descendencia. 


Le aclaro al doctor que puede no contestar la pregunta porque aquí no se obliga a nadie. 


SEÑOR ALTIERI.- Sobre lo último que decía, creo que su óptica es distinta de la que yo trato de tener. 
La adopción está pensada como un mecanismo de ayuda al niño y no de solución al problema de una 
pareja que quiere tener hijos. Una persona puede tener muchas ganas de adoptar niños pero la 
sociedad puede decirle que si bien le encanta que quiera ser padre, sus condiciones no son las 
mejores para el niño. No se trata del derecho de esa persona a ser padre, porque hay que ver si esa 
persona le está aportando una solución al niño, o no, y si su solución es mejor que la que pueden 
brindar otros padres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no hablé de adopción, sino de descendencia. 
SEÑOR ALTIERI.- Pero cómo va a tener descendencia si no se da la adopción. 
SEÑOR PRESIDENTE.- A través de asistencia. 

SEÑOR ALTIERI.- Solamente si alguien dona su esperma. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


SEÑOR ALTIERI.- En ese caso, sería una adopción encubierta porque uno de los dos no es el padre, 
uno de los dos es adoptante, es decir que no es el padre de la criatura desde el punto de vista 
biológico. En todos los casos en que hay una pareja homosexual hay una adopción implícita, porque 
uno de sus integrantes no es el padre desde el punto de vista biológico. Entonces, creo que la 
sociedad debe pensar si la mejor solución para ese chico es darle un padre que, por la razón que sea, 
estadísticamente no lo va a favorecer tanto como si estuviera en una familia biológica o en una que 
tuviera la estructura padre-madre. Si las estadísticas me dicen que es más favorable la estructura 
padre-madre porque como referencia le sirve más -lo que es altamente probado desde el punto de 
vista científico- como Legislador podría decirle a esa persona: usted tendrá muchas ganas de ser 
padre, pero yo tengo que conseguirle una solución al chico y no a usted que no puede ser padre desde 
el punto de vista biológico por la razón que sea. Yo no puedo inventar lo que la biología no da. En ese 


sentido radica la discrepancia; se trata del enfoque. Si se mira la adopción desde el punto de vista del 
niño, estadísticamente queda claro que siempre va a ser mejor que se inserte en una familia donde 
haya un padre y una madre que en otras estructuras. Por lo menos, eso es lo que arroja este estudio. 


Creo que en este estudio está la comparación entre niños que se crían con parejas 
homosexuales y niños que viven en el INAU, porque de todas esas estructuras familiares que 
engloban a 2.900 niños, algunos fueron adoptados por familias de padre y madre, por familias de 
lesbianas o por familias de homosexuales. De alguna forma, el resultado está ahí adentro; ya se 
contempla esa diferencia porque de las instituciones similares al INAU hay niños que van a insertarse 
en familias heterosexuales con un padre y una madre y otros van con padres homosexuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Preguntaba si se contempla a aquellos que nunca son adoptados. 
SEÑOR ALTIERI.- Supongo que sí. 


También quería decirle a la Senadora Moreira que esta es una tabla resumida porque el 
trabajo es mucho más largo y detallado. Si les parece, les puedo enviar el trabajo entero para que lo 
puedan leer. Acá no podía hablar de las ocho columnas de la tabla, además, hay cuarenta variables y 
no quince. Lo que sí queda claro es que en todas las variables sale favorecida la familia con un padre 
y una madre y creo que el Legislador tiene que mirar eso, sobre todo, porque tiene que mirar al niño. 


SEÑOR ROSADILLA.- Desoyendo el sabio consejo de que no se debe debatir con los invitados, pero 
sabiendo que estamos haciéndolo en un ambiente que, más que un debate, es un fecundo intercambio 
de ideas y opiniones, voy a decir lo siguiente. 


Concuerdo completamente con el criterio que hoy expresó el doctor, y ahora usted, en 
cuanto a que en la adopción el objetivo principal es el niño. Eso es lo primero que se le dice a una 
persona que va al Instituto de Adopción y Legitimación Adoptiva del INAU. Lo primero que allí se dice 
es que no se están buscando niños para padres, sino padres para niños. 


Cuando empezamos a hacer comparaciones sobre dónde pueden estar mejor esos niños, 
entra el accionar del administrador de la adopción que, dentro de las potenciales familias para adoptar, 
tiene que ver dónde van a estar mejor determinados niños. Hay que analizar cuál es la mejor opción 
dentro de lo que se tiene, con las distintas fragilidades y potencialidades que pueda tener la familia de 
adopción en materia cultural, económica, social, etcétera. En nuestro país se han hecho estudios que 
afirman que las familias negras tienen más fragilidad, entonces, tomando ese dato, se podría decir que 
las familias negras no pueden adoptar, porque allí los niños se van a encontrar en un entorno más 
frágil, que con una familia blanca. Eso puede surgir de las estadísticas, pero no vamos a hacer eso, no 
vamos a discriminar por la fragilidad de la familia, porque se les haría imposible adoptar. No vamos a 
decir no porque el niño estaría en un núcleo familiar más frágil, o probablemente más frágil, desde el 
punto de vista estadístico. Creo que no se puede apuntar a eso, hay que apuntar a la pareja concreta 
que quiere adoptar y ver si esa pareja, sea heterosexual, homosexual, de color, de extranjeros, 
etcétera, está en condiciones de adoptar, por su relación y porque tiene la capacidad de criar a un 
niño. En cuanto a los cuadros estadísticos, sin discutir los doy por buenos, pero si en un millón hay 
uno, a ese uno quiero darle el derecho. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Voy a ser muy breve. 


Busquemos las coincidencias. Teniendo en cuenta las inquietudes que sobre este tipo de 
casos planteaba el señor Presidente -y que yo comparto- como el de los chicos desamparados que 
están en el INAU en situaciones muchas veces dramáticas, entiendo que hay que aprovechar estas 
instancias para agilizar los mecanismos de adopción. También debemos atender lo que señala el señor 
Senador Rosadilla y el derecho del niño en cuanto a que se lo ubique en el mejor lugar posible y no 
apuntar al derecho de una pareja equis  -sea cual sea- a elegir el niño como si fuera un objeto más de 
adquisición. Agilizando los mecanismos de adopción que ya tenemos, se puede avanzar mucho en ese 
sentido. 


Hay que tener en cuenta el planteo del señor Senador con relación a lo que va a suceder 
dentro de cuarenta años y también preservar el derecho a la identidad del niño. No nos olvidemos de 
que en el caso de una pareja de homosexuales varones, evidentemente va a intervenir una mujer, 
pero puede darse el caso de que intervengan dos mujeres -no quiero emplear la expresión de “bicho 
raro”, pero la tomo- una de ellas proporcionando el gameto y la otra el vientre para la gestación. 
Entonces, nos vamos a encontrar con niños que quizás puedan llegar a tener cuatro progenitores y 
ocho abuelos, y todo eso con las implicancias sucesorias que puedan llegar a tener en el futuro, sobre 
todo pensando en que, como cualquier otra persona, tienen el derecho biológico a saber quiénes son 
sus verdaderos padres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les hemos pedido que ajusten los artículos 214, 217 y 219, a efectos de que 
no se desarme la estructura tal como está. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Recojo el tirón de orejas que me dio el señor Senador Rosadilla porque a 
veces uno dice cosas y después se da cuenta de que no fueron oportunas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de finalizar, recuerdo a los señores Senadores que el próximo jueves a 
la hora 14 y 30 vamos a recibir al Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 23 minutos.) 
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